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PRESENTACIÓN

En la Auditoría Superior de la Federación actuamos con la convicción de 
que impulsar la cultura de la rendición de cuentas es fortalecer nuestra 
vida democrática. El interés demostrado por la sociedad por un ejercicio 
eficiente, claro y transparente de los recursos públicos, ha impulsado la 
actualización permanente de los mecanismos de rendición de cuentas y 
fiscalización superior.

La rendición de cuentas se ha convertido en una exigencia generalizada y 
permanente de la ciudadanía, prueba de ello es la amplia respuesta y calidad 
obtenida en los trabajos participantes en el Octavo Certamen Nacional de 
Ensayo sobre Fiscalización Superior y Rendición de Cuentas.

El Jurado Calificador de este Certamen otorgó el primer lugar al 
ensayo “Pluralidad Partidiaria, Condiciones Institucionales y Dinámica 
Parlamentaria: Análisis del Proceso de Revisión de la Cuenta Pública 
del Ejecutivo en Tlaxcala, 1995-2004”, en el cual, su autor Moisés Pérez 
Vega, señala los alcances y límites de la función fiscalizadora del Poder 
Legislativo local y el desarrollo institucional de las entidades fiscalizadoras; 
para dar mayor sustento a su análisis, revisa los conceptos de gobierno 
unificado, dividido y sin mayoría parlamentaria. Por otra parte, apunta que 
un elemento básico para evaluar el ejercicio fiscalizador de los congresos, 
es el nivel de facultades legales otorgadas al propio Congreso o al Órgano 
Fiscalizador para realizar su acción fiscalizadora.

El segundo lugar correspondió al ensayo “La Rendición de Cuentas y 
la Transparencia de la Deuda Pública en el Mercado de Capitales”, en el 
cual, su autor Raúl Carbajal Cortés, señala que la información en materia 
de deuda pública en México, pese a los avances logrados, todavía contiene 
aspectos susceptibles de mejorarse en materia de transparencia y rendición 
de cuentas. Destaca la necesidad de un ordenamiento jurídico claro sobre el 
manejo  de la Deuda Pública en el mercado de capitales, y afirma que no se 
cuenta con una legislación que sistematice e indique los mecanismos para la 
contratación de deuda pública vía emisión de bonos o valores en el mercado 
de dinero.

María Uhtoff López obtuvo el tercer lugar con el ensayo “Hacia la 
Fiscalización de la Hacienda Pública. El Papel del Departamento de 
Contraloría y la Contaduría Mayor de Hacienda en los Años de 1917 a 1934”, 
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en el que la autora, mediante una amplia investigación y con un lenguaje 
ameno, presenta una visión clara de cómo operó en esos años la dinámica 
entre los Poderes Ejecutivo y Legislativo en cuanto al control y fiscalización 
del presupuesto; subraya que durante este período la necesidad de ordenar 
la Hacienda Pública y establecer un control sobre el ejercicio presupuestal, 
que en gran parte se canalizaba a gastos militares, propició la creación 
por parte del Ejecutivo, de un órgano de control presupuestal como fue el 
Departamento de Contraloría.

Por último, el ensayo “La Transparencia de las Transferencias, Participaciones 
y Aportaciones a Estados” se hizo acreedor a Mención Honorífica, en 
el cual, su autor Marco Antonio Cancino Cordero, apunta que si bien la 
legislación federal ha avanzado en materia de transparencia y rendición 
de cuentas, en las entidades federativas el rezago normativo fomenta la 
opacidad, la discrecionalidad y el uso indebido de los recursos públicos. 
Destaca la importancia y los retos que representa la implementación de una 
homologación contable y de la fiscalización presupuestal en los estados y 
municipios de México.

Los trabajos contenidos en esta publicación, constituyen un acervo digno 
de aprovechamiento en beneficio de la rendición de cuentas y la fiscalización 
superior, asimismo, refleja el interés de la ciudadanía por consolidar el 
desarrollo de nuestras instituciones democráticas. Nuestro más amplio 
reconocimiento a sus autores.

			      	         C.P.C. Arturo González de Aragón
				                 Auditor Superior de la Federación
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Pluralidad partidaria,
condiciones institucionales
y dinámica parlamentaria:

Análisis del proceso de revisión 
de la cuenta pública del Ejecutivo 

en Tlaxcala, 1995-2004

Por Moisés Pérez Vega

Introducción

En el transcurso de las últimas dos décadas, el surgimiento de gobiernos 
divididos y/o sin mayoría a nivel estatal, y la mayor representación 
parlamentaria de partidos distintos al del Ejecutivo parecen haber creado 
mejores y mayores oportunidades e incentivos para que los congresos lleven 
a cabo más activamente su función de control y supervisión del Ejecutivo. 
Sea por la puesta en marcha de reformas institucionales que afectan su 
funcionamiento, sea por la pluralidad partidista que hoy caracteriza a la gran 
mayoría de los congresos estatales, se esperaría un ejercicio más efectivo 
de sus tareas de fiscalización. Sin embargo, todavía no queda claro en qué 
medida este proceso de cambio político se ha traducido en una supervisión 
legislativa más efectiva sobre la rama ejecutiva.

Existen varios estudios que sostienen que el incremento de la competencia 
partidaria y del pluralismo legislativo han promovido legislaturas más 
capaces de contrapesar y vigilar los abusos del ejecutivo (Beer 2003; Solt 
2004) y, a su vez, han fortalecido la función de fiscalización y rendición 
de cuentas de los congresos (Guerrero 2001; Cejudo Martínez 2005). 
Asimismo, se ha argumentado que bajo gobiernos divididos se evidencia 
un mayor interés de los legisladores por fiscalizar el gasto público, así 
como un ejercicio más activo de las facultades congresionales en materia 
presupuestal (Guillén 1996; Rionda 1996; Aziz Nassif 1996, 2002). Si bien 
estos planteamientos, en parte ciertos, implícitamente dan por hecho que 
el entramado institucional era adecuado para funcionar, el problema se 
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circunscribía a la falta de pluralidad de las instituciones. En otras palabras, 
si bien el pluralismo ha sido un elemento clave para entender el cambio 
de los poderes legislativos en México se ha soslayado el análisis de otros 
factores que inciden en la efectividad de la tarea fiscalizadora que los 
cuerpos legislativos deben realizar.

Por otro lado, se han realizado diversos estudios que evalúan la calidad 
del marco normativo de la fiscalización en el ámbito federal y estatal en 
México @aregional, 2003; Figueroa 2005). Si bien la evaluación del marco 
jurídico de la fiscalización ofrece un bosquejo de los alcances y límites de 
la función fiscalizadora de la rama legislativa, requiere complementarse 
con una perspectiva analítica que tome en cuenta la distribución del poder 
partidario en las ramas de gobierno y las condiciones institucionales y la 
dinámica interna de los cuerpos legislativos. 

En esta perspectiva, el presente ensayo desarrolla un estudio de caso. Para 
tal objetivo se seleccionó el estado de Tlaxcala durante el periodo 1995-
2004. A partir del estudio de caso pretende examinar la interacción entre la 
evolución de la distribución del poder partidario en las ramas de gobierno, el 
marco legal existente, los recursos humanos y técnicos y la dinámica interna 
de la legislatura para evaluar conjuntamente   el proceso y los resultados en 
la fiscalización del poder Ejecutivo.

El trabajo se integra por 5 secciones. En la primera se presenta un 
esquema teórico-analítico que subraya los factores relevantes que impactan 
la actividad fiscalizadora de las legislaturas. La segunda muestra la 
configuración partidaria del poder Legislativo en Tlaxcala y los formatos de 
gobierno que se originaron en el periodo de análisis. La tercera describe la 
evolución de las facultades legales y los recursos humanos y presupuestales 
del Congreso y del órgano de fiscalización. En la cuarta se describen y 
analizan ampliamente los procesos de revisión de las cuentas públicas 
del poder Ejecutivo de los años 1995 a 2004 por parte de la legislatura 
de Tlaxcala, enfatizando las principales limitaciones y los obstáculos para 
realizar una fiscalización efectiva. Finalmente, en la quinta sección se 
plantean las conclusiones del estudio.     



13

Pluralidad Partidaria, Condiciones Institucionales y Dinámica Parlamentaria:
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1. Esquema analítico

En esta sección se describirán brevemente factores clave para examinar 
los alcances y límites de la actividad fiscalizadora de las legislaturas. Un 
primer aspecto se vincula con la distribución del poder partidario en la 
legislatura y la existencia de intereses contrapuestos entre el Ejecutivo y 
el Legislativo. Se puede afirmar que los incentivos de los congresistas del 
partido en el gobierno para controlar la rama ejecutiva son escasos (Llanos 
y Mustapic 2005: 21). Más bien, éstos están más dispuestos a cooperar 
con el ejecutivo que a controlarlo. La identidad ideológica partidaria entre 
ejecutivo y legislativo induce al partido (o partidos) en el gobierno a estar 
menos interesados en controlar a los partidos de oposición y a estar más 
motivados en hacerlo (Saalfeld 2000: 356). En contextos donde un sólo 
partido de oposición cuenta con la mayoría absoluta de asientos legislativos 
se incrementa sustancialmente la capacidad para vigilar y fiscalizar a la 
rama ejecutiva. Es más probable observar una supervisión efectiva donde 
la mayoría legislativa se opone al ejecutivo (Morgenstern y Manzetti 2003: 
138). En la teoría norteamericana se ha destacado que durante periodos de 
gobiernos dividido vs. periodos de gobierno unificado, se observa un mayor 
control y supervisión legislativa (Epstein y O´Halloran 1999; McCubbins, 
Noll y Weingast 1987; Ogul 1976; Aberbach 1990). 

En suma, bajo gobiernos divididos es de esperarse una mayor supervisión 
legislativa sobre la rama ejecutiva. No sólo hay mayores incentivos, sino 
que se cuenta con la capacidad para tomar decisiones relacionadas con la 
supervisión legislativa. Consecuentemente, bajo un formato de gobierno 
unificado, cuando el partido del ejecutivo controla la asamblea, hay menores 
incentivos partidistas para llevar a cabo acciones de control y supervisión, 
aunque haya una alta capacidad para hacerlo. En situaciones en que ningún 
partido tiene mayoría en la legislatura, hay menor capacidad para ejercer 
control –en comparación con una situación de gobierno dividido-, ya que 
pueden existir divergencias o conflictos de intereses en los partidos de 
oposición para ejecutar los mecanismos de supervisión.

Un elemento adicional básico a considerar se refiere a la existencia de 
facultades legales conferidas a la legislatura o al órgano fiscalizador para 
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ejercer su encomienda supervisora. Sin embargo, como bien sostiene Ugalde 
(2002: 12) también se deben examinar las motivaciones políticas, así como 
los recursos técnicos, humanos y financieros existentes para aplicar las 
normas legales.

Una perspectiva para indagar las motivaciones políticas de los legisladores, 
se relaciona con la estructura de incentivos electorales que éstos enfrentan. 
En México, la prohibición de reelección legislativa inmediata genera una 
gran centralidad de las organizaciones partidistas en las perspectivas de 
carrera de los legisladores. Dado que el futuro político de los congresistas 
se encuentra fuera del Congreso éstos no tienen fuertes motivaciones para 
desarrollar instituciones parlamentarias fuertes1, puesto que no dependen 
primordialmente de acciones individuales para mantener su carrera política. 
Este contexto institucional tiende a generar débiles capacidades en las 
legislaturas y partidos muy fuertes en la dinámica parlamentaria. Bajo estas 
condiciones, Morgenstern y Manzetti (2003) indican que la responsabilidad 
de desplegar y resolver iniciativas de supervisión recae fundamentalmente 
en los líderes partidistas. Asimismo, se ha advertido que uno de los elementos 
que constituye una limitante para ejercer una supervisión parlamentaria 
efectiva por parte de los poderes legislativos en Latinoamérica es el déficit de 
capacidad informacional y técnica (Mustapic y Llanos 2005; Pachano 1997).

Así, al no crearse vínculos duraderos entre los congresistas y el cuerpo 
legislativo y dado que esencialmente las comisiones legislativas no 
sirven a los objetivos electorales de los legisladores, hay una falta de 
incentivos para desplegar permanente y activamente acciones de control y 
supervisión, e invertir en el desarrollo de capacidades técnicas y habilidades 
informacionales de la legislatura. Asimismo, la falta de vínculos entre los 
legisladores y la institución parlamentaria otorgar a los partidos legislativos 
una gran influencia en la distribución del poder y en el proceso de toma de 
decisiones internas del parlamento.

1 	 Desde una perspectiva histórica-institucional, Morgenstern y Manzetti (2003), observan un diferente 
desarrollo de las instituciones de supervisión en Estados Unidos y Argentina. La explicación de las 
diferencias se localiza fundamentalmente en las motivaciones de los legisladores para impulsar la creación 
de instituciones de control legislativo (aunque mencionan otros aspectos como son la continuidad del 
régimen democrático y una mayor demanda pública para controlar el poder ejecutivo en el caso de 
EUA). Estas motivaciones serán más fuertes cuando los legisladores son relativamente independientes del 
Ejecutivo y de los líderes partidistas.
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En síntesis, es preciso considerar factores clave para evaluar conjuntamente 
los resultados de la fiscalización legislativa, a saber: a) la configuración 
partidaria de los poderes ejecutivo y legislativo, b) las normas y facultades 
legales, c) los recursos y la capacidad técnica de la legislatura y del ente 
fiscalizador y d) la dinámica interna y el comportamiento de los partidos en 
la legislatura, que se derivan de la estructura de incentivos electorales.      

2. Formatos de gobierno y conformación partidaria del Congreso en 
Tlaxcala 1995-2005

La LV Legislatura del Congreso de Tlaxcala (diciembre de 1995 al 14 enero 
de 1999) funcionó bajo el formato de gobierno unificado puesto que el 
gobernador y la mayoría legislativa pertenecían al Partido Revolucionario 
Institucional (PRI). Seis partidos políticos obtuvieron representación 
parlamentaria. La distribución de asientos congresionales fue la siguiente: 
PRI 19, PRD 4, PAN 4, PT 3, PVEM y el Partido Demócrata Mexicano obtuvieron 
cada uno un escaño (cuadro 1).

Las elecciones celebradas en noviembre de 1998, en las que se eligieron 
gobernador, diputados y munícipes, dieron como resultado, por vez primera 
en Tlaxcala, la alternancia en el poder Ejecutivo y el surgimiento de un 
formato de gobierno dividido. En efecto, la titularidad del poder Ejecutivo 
recayó en Alfonso Sánchez Anaya, otrora militante del PRI, quien consiguió la 
gubernatura mediante una alianza electoral conformada por el PRD, PT y PVEM. 
Sin embargo, el PRI, por sí solo, conservó la mayoría absoluta en el Congreso 
local, lo que dio origen al gobierno dividido. Así, el gobernador enfrentaba un 
congreso opositor con mayoría legislativa de la fracción tricolor.

La Legislatura LVI (enero de 1999 a enero de 2002) del congreso tlaxcalteca 
originalmente se integró con 17 diputados del PRI, 8 del PRD, 3 del PAN, 
3 del Partido del Trabajo y 1 del PVEM. De un total de 32 asientos, el PRI 
obtuvo 17 lo que le otorgaba mayoría absoluta en el Congreso.

En noviembre de 2001 se realizaron elecciones intermedias en las que se 
renovó el Congreso local y las presidencias municipales. La conformación de 
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la LVII Legislatura del Congreso tlaxcalteca (enero de 2002 a enero de 2005) 
dio como resultado que ningún partido político lograra mayoría absoluta de 
escaños. A diferencia de la legislatura anterior, en la LVII Legislatura ninguna 
fuerza política obtuvo el 50% + 1 de asientos, lo que generó un formato 
de gobierno sin mayoría. Seis partidos políticos consiguieron representación 
legislativa. Sin contar ya con la mayoría absoluta, el PRI constituyó la 
fracción parlamentaria más numerosa con 14 curules. Nuevamente, en la 
LVII Legislatura, el partido del ejecutivo estatal, el Partido de la Revolución 
Democrática (PRD), constituyó la segunda fuerza política al obtener 11 
escaños. El Partido Acción Nacional (PAN) logró 3 asientos, el Partido del 
Trabajo 2, y el PVEM y Convergencia alcanzaron 1 escaño cada uno. 

El cuadro 2 muestra los formatos de gobierno que se configuraron en el 
periodo  de estudio del presente ensayo. 

Cuadro 1. Conformación partidaria del Congreso de Tlaxcala, 
Legislaturas LV, LVI y LVII

Legislatura LV LVI LVII

Partido Número
de escaños

Porcentaje
de escaños

Número
de escaños

Porcentaje
de escaños

Número
de escaños

Porcentaje
de escaños

PRI 19 59.3 17 53.12 14 43.75

PRD 4 12.5 8* 25 11 34.38

PAN 4 12.5 3 9.3 3 9.38

PT 3 9.3 3* 9.3 2 6.25

PVEM 1 3.12 1 3.12 1 3.12

PDM 1 3.12 0 0 0 0

Convergencia 0 0 0 0 1 3.12

Total 32 100 32 100 32 100

Fuente: Elaboración propia con base en, Actas de sesiones del Congreso de Tlaxcala, LV Legislatura 
y Diario El Sol de Tlaxcala (14 de noviembre de 1995) para la LV Legislatura; para la LVI Legislatura, 
Documento “Congreso de Tlaxcala, LVI Legislatura, primer año constitucional”, núm. 1, año 1, 1999; 
para la LVII Legislatura, Secretaría Parlamentaria, Congreso de Tlaxcala.

 *Inicialmente el PRD contaba con 8 legisladores y el PT con tres. En el segundo periodo del primer 
año (julio de 1999), el diputado Federico Tenopala originalmente del PT se sumó a la fracción del 
PRD. Prácticamente durante toda la LVI Legislatura, la fracción del PRD contó con 9 legisladores.
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3. A tribuciones legales, recursos del Congreso y del órgano de 
fiscalización en Tlaxcala

De acuerdo con la Constitución Política vigente en 1995, el Congreso poseía 
la atribución de “examinar la cuenta general del Estado y de los municipios 
y organizar e inspeccionar el funcionamiento de la Contraloría Mayor del 
Ingreso y Gasto Públicos” (art. 54, fracc. XVII). Para llevar a cabo esta tarea, 
el Congreso contaba con un órgano encargado de la revisión de las cuentas 
públicas, denominado Contraloría Mayor del Ingreso y Gasto Públicos (Ley 
de la Contraloría Mayor del Ingreso y Gasto Públicos2,  art. 2). 

De acuerdo con la ley, la Contraloría contaba con las atribuciones y obligaciones 
siguientes (Ley de la Contraloría Mayor del Ingreso y Gasto Públicos, art. 3):

I. Verificar que el Estado y los municipios rindan la cuenta pública.

II. Informar al Congreso por conducto de la Comisión de Finanzas, 
Contraloría y Administración Públicas, así como al propio Coordinador, 
sobre los resultados de las cuentas públicas estatal y municipal.

Cuadro 2. Formatos de gobierno en Tlaxcala, 1995-2005

Legislatura Partido
en el Ejecutivo

Fuerza mayoritaria
en el Congreso

Formato
de gobierno

LV
1995-1999 PRI PRI

Mayoría absoluta Unificado

LVI
1999-2002 PRD PRI

Mayoría absoluta Dividido

LVII
2002-2005 PRD PRI

Mayoría relativa Sin mayoría

Fuente: Elaboración propia.

2 	 El Congreso de Tlaxcala aprobó el 7 de octubre de 1995, una nueva Ley de la Contraloría Mayor del Ingreso 
y Gasto Públicos, la cual abrogó la anterior de fecha 26 de septiembre de 1986. Asimismo, existía un 
Reglamento de la Ley de la Contraloría Mayor del Ingreso y Gasto Públicos, el cual fue aprobado en octubre 
de 1986. No se expidió nuevo reglamento a partir de la nueva Ley de Contraloría, con lo cual siguió vigente 
el reglamento de 1986. Dicha ley estuvo vigente en el funcionamiento de la LV Legislatura (diciembre 
1995-14 de enero 1999) y LVI (15 de enero de 1999-14 de enero de 2002); al inicio de la LVII Legislatura, 
el 15 de enero de 2002, entró en vigencia la Ley de Fiscalización Superior del Estado de Tlaxcala, la cual 
se comentará más adelante.     
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III. Ordenar visitas e inspecciones, practicar auditorías, compulsas, revisar 
libros y documentos para comprobar si las recaudaciones de ingresos se 
hicieron de conformidad con las leyes aplicables.

IV. Solicitar a los auditores externos del Estado y los municipios, copias de los 
informes o dictámenes de las auditorías para aplicar las recomendaciones 
a que haya lugar.

V. Fijar normas, procedimientos, métodos y sistemas internos para la 
revisión de las cuentas públicas.

VI. Recibir y registrar las declaraciones patrimoniales que deban presentar 
los servidores públicos del poder Legislativo así como de los municipios.

 
La Contraloría podía requerir información adicional a las entidades 

fiscalizadas cuando, a su juicio, la información remitida no fuera suficiente 
(Reglamento de la Ley de la Contraloría Mayor del Ingreso y Gasto Públicos, 
art. 7). A partir de la revisión de las cuentas públicas, de acuerdo con la citada 
ley (art.14), la Contraloría tenía la atribución de formular observaciones, 
recomendaciones y sanciones a las entidades fiscalizadas por tres hechos: 1) 
por deficiencias y errores en la presentación de las cuentas públicas, 2) por no 
existir base para efectuar el cobro de los ingresos, ni la facultad para efectuar 
alguna erogación y 3) por la ausencia total o parcial de la documentación 
que compruebe la realización de la operación de que se trate. Las entidades 
fiscalizadas debían informar a la Contraloría sobre las medidas dictadas en 
relación con los pliegos de observaciones en un término no mayor de 15 días 
hábiles, y en caso de no hacerlo se aplican las sanciones que establece la 
Ley de Responsabilidades, Sanciones y Estímulos de los Servidores Públicos3  
(Ley de la Contraloría Mayor del Ingreso y Gasto Públicos, art. 15).

Sobre este último punto, es de destacar que si bien la Contraloría contaba 
con facultades para formular recomendaciones y observaciones en caso 
de detectar deficiencias administrativas o actos ilegales derivados de la 

3 	 Esta ley establecía tres tipos de sanciones administrativas a los funcionarios públicos: amonestación, 
suspensión temporal y destitución del puesto. El titular de la dependencia respectiva es el facultado para 
imponer dichas sanciones a los funcionarios. Esta ley estuvo vigente hasta el 31 de diciembre de 2003, 
fecha en que entró en vigor la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos para el Estado de 
Tlaxcala.    
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revisión de las cuentas públicas, no disponía de atribuciones para sancionar 
directamente a los funcionarios que incumplían los pliegos de observaciones. 
La Contraloría se limitaba sólo a dar cauce a la queja de incumplimiento de 
las observaciones y los titulares de las dependencias estatales o municipales 
eran los facultados para aplicar las sanciones que marcaba la ley. Esta 
disposición legal hacía muy poco probable que se aplicaran sanciones y 
limitaba fuertemente la autoridad de la Contraloría.  

  
Por otra parte, para llevar a cabo su función, la Contraloría disponía de una 

estructura orgánica y personal. La estructura orgánica de la Contraloría se 
conformaba por un contralor mayor, un sub-contralor y cuatro departamentos: 
Cuenta Pública Estatal, Cuenta Pública Municipal, Auditoría y Jurídico 
(Reglamento de la Ley de la Contraloría Mayor del Ingreso y Gasto Públicos, 
arts. 13 al 18). Como su nombre lo indica, los departamentos de cuenta pública 
estatal y municipal tenían a su cargo la revisión de la cuenta pública estatal y la 
de los municipios, respectivamente, la elaboración de pliegos de observaciones 
y recomendaciones para someterlos a la consideración del contralor, así como 
proporcionar al departamento jurídico los elementos necesarios para dar 
seguimiento a los pliegos de observaciones y recomendaciones (Ibid.: art. 
15, fracc. IV y V, art. 16, fracc. III y IV). El Departamento de Auditoría tenía 
la responsabilidad de llevar a cabo inspecciones y auditorías a las entidades 
fiscalizadas y formular los informes correspondientes al contralor para que 
éste emita el dictamen de fincamiento de responsabilidades (Ibid. art. 17, 
fracc. I y III). La principal responsabilidad del Departamento Jurídico era 
“ejercitar las acciones penales, civiles y contenciosoadministrativas (sic) que 
competan a la Contraloría” (Ibid. art. 18, fracc. I).

         
Los recursos humanos y económicos con que cuenta la legislatura y el 

órgano de fiscalización son de suma relevancia para valorar el cumplimiento 
y grado de efectividad de sus tareas. Respecto al personal que laboraba 
en la Contraloría, los datos disponibles indican que en 1990 contaba con 
alrededor de 96 empleados. En 1999, la cifra ascendió aproximadamente a 
150 trabajadores (Secretaría Técnica del Órgano de Fiscalización Superior, 
2006). Asimismo, para ese año, el Congreso disponía de un presupuesto de  
39 millones de pesos, de los cuales aproximadamente 11 se destinaron a la 
Contraloría. Para el año 2000, el presupuesto del Legislativo aumentó a 49 
millones y para 2001 ascendió alrededor de 74 millones, casi el doble del 
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asignado en 1999. El porcentaje del presupuesto del Congreso asignado al 
órgano de fiscalización en el periodo 1999-2005 oscila entre el 17 y 28% 
(cuadro 3).

A pesar del incremento observado en los presupuestos del poder Legislativo 
y del ente fiscalizador del Congreso, un criterio para evaluar los recursos 
asignados al órgano de fiscalización es compararlos con el presupuesto de la 
Contraloría del Poder Ejecutivo. El órgano de fiscalización del Congreso tiene 
la obligación de fiscalizar las cuentas públicas de 60 municipios y la de los 
poderes Judicial y Ejecutivo. Por su parte, la Contraloría del Ejecutivo ejerce 
el control interno solamente de los recursos que ejerce ese poder. Como se 
observa en el cuadro 3, los recursos que ejerció la Contraloría del Ejecutivo 
son superiores a los del órgano de fiscalización del Congreso, cuando éste 
tiene la responsabilidad de vigilar el uso de los recursos de un mayor número 
de entidades gubernamentales. Ello nos habla, al menos, de un desbalance 
e insuficiencia de recursos de la Contraloría Mayor del Congreso y del nuevo 
OFS para cumplir adecuadamente con su responsabilidad.

Cuadro 3. Presupuestos del poder Legislativo, del órgano
de fiscalización legislativa y de la Contraloría del Ejecutivo de Tlaxcala,

1997-2005

Año
fiscal

Presupuesto
Poder

Legislativo

Presupuesto
Órgano de

Fiscalización

% del presupuesto
del Legislativo
al Órgano de
Fiscalización

Presupuesto
de la

Contraloría
del Ejecutivo

1997 18’225,000.00 ND ------- ND

1998 29’000,000.00 ND ------- ND

1999 39’449,000.00 11’000,000.00 27.88 22´578,369.00

2000 49’311,250.00 12’000,000.00 22.30 26´468,272.00

2001 73’827,937,00 13’000,000.00 17.60 31´166,889.00

2002 77’519,334.00 18’000,000.00 23.22 31´983,331.00

2003 110’505,964.00 22’000,000.00 19.90 28´280,190.00

2004 110’000,000.00 22’000,000.00 20 32´501,239.00

2005 125’000,000.00 29’000,000.00 23.2 36´143,832.00

Fuente: Elaboración propia con base en los Decretos de Presupuesto de Egresos del estado 
de Tlaxcala de 1997 a 2005. No fue posible obtener las cifras de 1997 y 1998 debido a que los 
decretos no desglosaban las partidas presupuestales. Las cifras sobre los presupuestos del órgano 
de fiscalización de 1999, 2000 y 2001 son aproximadas y fueron proporcionados por el director 
administrativo del Órgano de Fiscalización Superior y ex tesorero del Congreso en la LVI Legislatura, 
1999-2002, Fabricio M ena R odríguez. A  partir de 2002, las cifras corresponden al Órgano de 
Fiscalización Superior.
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Ahora bien, la Contraloría dependía administrativamente de manera 
conjunta de la coordinación de la legislatura4 y de la Comisión de Finanzas, 
Contraloría y Administración Públicas (Reglamento de la Ley de la 
Contraloría Mayor del Ingreso y Gasto Públicos, art. 7). La Contraloría debía 
informar a estos dos órganos del Congreso, los resultados de la revisión de 
las cuentas públicas. 

Hasta antes de octubre de 1996 el gobernador tenía la obligación de 
rendir la cuenta pública al Congreso cada cuatrimestre en los primeros 
quinde días de los meses de mayo, septiembre y enero. Mediante la 
reforma constitucional publicada el 4 de octubre de 1996 se determinó 
que el Congreso, mensualmente, examinará y aprobará en su caso, la 
cuenta pública del gobierno del Estado, con base en el dictamen que 
emita la Contraloría Mayor del Ingreso y Gasto Públicos por conducto 
de la Comisión de Finanzas, Contraloría y Administración Públicas (art. 
54, fracc. XVII). Esta fracción establece que “los acuerdos que emita la 
legislatura del Estado, a través del pleno o de la Comisión Permanente 
sobre la revisiones y resultados de la Cuenta Pública General del Estado, 
serán definitivos para los periodos que abarca y sin ulterior recurso, 
una vez aprobados por cualquiera de estos órganos del Congreso” 
(cursivas nuestras). Esta reforma constitucional atentó contra una 
efectiva fiscalización legislativa, antes bien, al parecer buscó todo 
lo contrario: facilitar y agilizar la aprobación de la cuenta pública del 
gobernador y eximirlo de responsabilidades posteriores. Ello por dos 
aspectos principalmente. Primero, se faculta a la Comisión Permanente, 
órgano que funciona en los recesos del Congreso -el cual se componía 
de 4 diputados- para aprobar la cuenta pública mensual. Segundo, los 
acuerdos del pleno o de la Comisión Permanente sobre las aprobaciones 
mensuales de la cuenta pública “serán definitivos para los periodos que 
abarca y sin ulterior recurso”. Este fue fundamentalmente el marco legal 
de la fiscalización que estuvo vigente en las legislaturas LV y LVI.

4 	 Durante las Legislaturas LV y LVI, el órgano superior de gobierno del Congreso era unipersonal y recaía 
en un integrante del partido que obtuviese mayoría absoluta de asientos. A partir de la expedición de 
una nueva Ley Orgánica del Poder Legislativo, el 13 de enero de 2002, la cual entró en vigencia, dos días 
después al iniciar la LVII legislatura, se crea la Gran Comisión, órgano de integración pluripartidista.
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El 15 de enero de 2002, con el inicio de la LVII Legislatura, entró en vigor 
un nuevo marco legal en materia de fiscalización en el estado de Tlaxcala 
que significó diversos avances respecto a la legislación anterior. En marzo de 
2001, mediante una reforma constitucional se creó el Órgano de Fiscalización 
Superior (OFS)5,  que sustituye a la Contraloría Mayor del Ingreso y Gasto 
Públicos. El 6 noviembre de 2001, el Congreso aprueba la Ley de Fiscalización 
Superior del Estado de Tlaxcala y sus Municipios6. Cabe destacar que este 
nuevo esquema jurídico, en perspectiva comparada, se ubicó como uno de 
los más cercanos al marco federal de fiscalización que fue aprobado en 1999 
y 2000 y ocupó una de las primeras posiciones (la cuarta) al compararse 
los 32 estados del país (aregional, 2003). A continuación mencionamos las 
principales mejoras que promovió el nuevo marco legal.

En primer término, se institucionalizan las funciones y atribuciones del 
OFS al adquirir éstas rango constitucional, y se logra una mayor autonomía 
del OFS en el plano operativo y en sus resoluciones al otorgársele autonomía 
técnica y de gestión, así como para decidir sobre su organización interna y 
funcionamiento (Constitución Política, art. 104; LFST, art. 3). Asimismo, se 
amplía el margen de la revisión de la cuenta pública, ya que la fiscalización 
de las cuentas públicas, además de supervisar la legalidad del uso y destino 
de los recursos, tiene por objeto determinar y evaluar el cumplimiento de 
los objetivos contenidos en los programas gubernamentales (Constitución 
Política, art. 105, fracc. I; LFST, art. 3, fracc. II y III).

Por otro lado, se amplía el universo de entidades sujetas a fiscalización. La LFST 
señala que “son sujetos de fiscalización los poderes del Estado, los organismos 
públicos autónomos, gobiernos municipales, dependencias, entidades, 
patronatos y en general cualquier persona pública o privada que haya recaudado, 
administrado, manejado o ejercido recursos públicos (art. 4). Otro aspecto muy 
importante se refiere a la publicidad de los resultados de la fiscalización. La 
Constitución establece que el informe de resultados de la revisión de la cuenta 
pública de los diversos entes fiscalizados, debe ser entregado al Congreso, el 

5 	 De aquí en adelante el Órgano de Fiscalización Superior se abreviará como OFS.
6 	 De aquí en adelante la Ley de Fiscalización Superior de Tlaxcala se abreviará como LFST.
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cual tendrá carácter público. Igualmente se estipula que el OFS deberá guardar 
reserva de sus actuaciones y observaciones hasta que rinda dichos informes al 
Congreso. De lo anterior, se deduce que el informe de resultados adquiere el 
carácter de público, una vez que es enviado a la legislatura.7

También, el nuevo marco legal, faculta al OFS para fincar responsabilidades 
e imponer sanciones cuando detecte irregularidades con base en los 
resultados de la fiscalización. De esta manera, el OFS puede determinar 
responsabilidades indemnizatorias cuando aparezcan irregularidades 
que presuman la existencia de hechos o conductas que produzcan daños 
y perjuicios a las personas jurídicas fiscalizadas, y, en su caso, aplicará 
las sanciones pecuniarias correspondientes (LFST, arts. 46 y 53). Las 
responsabilidades indemnizatorias tienen “por objeto el restablecimiento de 
la situación anterior al daño y cuando ello sea imposible, el pago total de los 
daños y perjuicios causados a las personas jurídicas fiscalizadas” (LFST, art. 
47). Es de destacar, que el afincamiento de este tipo de responsabilidades 
es independiente de las que procedan con base en otras leyes y de las 
sanciones de carácter penal que imponga la autoridad judicial (LFST, art. 
50). Asimismo, el OFS puede requerir a los entes públicos fiscalizados, la 
práctica de revisiones a la aplicación de los recursos de los programas o 
proyectos, producto de denuncias ciudadanas sobre la gestión de recursos. 
Los órganos de control interno de las dependencias deben rendir un informe 
de sus actuaciones, en un plazo no mayor de noventa días naturales a partir 
de la recepción del requerimiento (LFS, art. 66). El OFS puede imponer una 
multa de cien a seiscientos días de salario mínimo vigente en el estado de 
Tlaxcala a los servidores públicos responsables, cuando sin causa justificada 
no presenten dicho informe dentro del plazo señalado. La reincidencia se 
podrá castigar con un tanto más de la multa que se le hubiere impuesto 
anteriormente al responsable, además de que se podrá promover su 
destitución ante las autoridades competentes (LFST, art. 68). Las multas y 
sanciones indemnizatorias tienen el carácter de créditos fiscales y se hacen 

7 	 Se pudo constatar que esta importante disposición constitucional que busca transparentar las acciones de 
fiscalización, no se cumple en Tlaxcala. El autor de estas líneas, formuló petición formal al auditor superior 
para acceder al informe de resultados de la cuenta pública del poder Ejecutivo del periodo 1995-2004, 
obteniéndose sistemáticamente respuesta negativa. Sirva este caso como ejemplo, de que si bien las leyes 
pueden representar avances, es necesario examinar en qué medida se cumplen por los actores obligados, en 
este caso por el propio OFS. En otras palabras, se requiere examinar la distancia entre lo formal y lo real.  
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efectivas ante las autoridades hacendarias a nivel estatal y municipal. La 
Secretaría de Finanzas del gobierno del Estado y las tesorerías municipales, 
deben informar semestralmente al OFS de los trámites que se vayan 
realizando para la ejecución de los cobros respectivos y del monto recuperado  
(LFST, arts. 57 y 58). Por otra parte, el OFS puede abstenerse de sancionar al 
infractor, por una sola vez, cuando el daño causado por éste no exceda de 
cien veces el salario mínimo general mensual vigente en Tlaxcala en la fecha 
en que se cometa la infracción (LFS, art. 59).

       
Además de estas responsabilidades y sanciones, el OFS puede promover 

ante las autoridades competentes el afincamiento de otras responsabilidades 
previstas por la ley, así como acciones de responsabilidad de los servidores 
públicos de acuerdo al título VIII de la Constitución Política -que incluye 
el juicio político y responsabilidad administrativa- y presentar denuncias 
penales y coadyuvar con el Ministerio Público en los procesos penales y las 
investigaciones judiciales correspondientes (LFST, art. 46, fracc. II, III y IV).

Respecto al proceso y los tiempos de revisión y aprobación de las cuentas 
públicas, la Constitución Política señala que “es facultad del Congreso del Estado 
revisar cada mes las cuentas públicas que le remitan los poderes del Estado, 
municipios y demás entes públicos, así como fiscalizarlas anualmente y, en su 
caso, aprobarlas. La aprobación tendrá como base el dictamen que emita el 
Órgano de Fiscalización Superior” (art. 54, fracc. XVII). Igualmente, se establece 
que los poderes del Estado deben presentar la cuenta pública mensual dentro 
de los tres primeros días de cada mes (LFST, art. 8, fracc. I). En comparación 
con la legislación anterior, permanece el envío y revisión mensual de las cuentas 
públicas, con la diferencia de que ahora se establece que se aprobarán, en su 
caso, anualmente. También se establece que el OFS entregará al Congreso, a 
través de la Comisión de Finanzas y Fiscalización, el informe de resultados de las 
cuentas públicas a más tardar el 31 de marzo del año siguiente al del ejercicio 
correspondiente (LFST, art. 25). De esta manera, el proceso formal establece que el 
OFS revisa mensualmente las cuentas públicas y, en su caso, comienza a solicitar 
información y a hacer observaciones a los entes fiscalizados por conducto de la 
Secretaría de Finanzas, los cuales tienen un plazo de 30 días para solventarlas8, 

8 	 Entrevista con  Apolonio Galicia, coordinador jurídico del OFS de Tlaxcala (enero 2006).
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Esta revisión mensual se integra al informe de resultados que el OFS remite a la 
Comisión de Finanzas y Fiscalización para su análisis y dictaminación y  posterior 
resolución de la legislatura. Así las cosas, a la LVII Legislatura correspondió revisar 
y aprobar las cuentas públicas del poder Ejecutivo de los años 2002, 2003 y 2004 
bajo el nuevo marco legal.

4. Proceso de revisión de las cuentas públicas del poder Ejecutivo, 
1995-2004

a) LV Legislatura
La información disponible sobre la revisión de la cuenta pública durante 

el periodo de dominio del PRI del Congreso y la gubernatura, revela que no 
existía una real fiscalización de las finanzas públicas. En el transcurso de la 
LV Legislatura, el Congreso ejerció superficialmente la facultad constitucional 
de vigilar el uso y destino de los recursos públicos, ya que “las cuentas 
públicas eran aprobadas prácticamente sin revisión efectiva, motivo por el 
cual las administraciones estatal y municipales no fueron nunca objeto de 
una revisión seria y profesional que arrojara resultados reales” (Actas de 
sesiones, 15 de noviembre de 2001, diputado Felipe Flores, coordinador del 
PAN en la LVI Legislatura, 1999-2002).

Aunado al hecho de que la mayoría del congreso y el Ejecutivo pertenecían 
al PRI, el titular de la Contraloría Mayor del Ingreso y Gasto Públicos, Enrique 
Nieto Pérez, quien fungió en el cargo de 1993 a 1999, era muy cercano al 
gobernador Antonio Álvarez Lima9. No es coincidencia que el contralor haya 
ocupado su posición durante el tiempo en que Álvarez Lima fue gobernador. 
Bajo estas condiciones era prácticamente imposible que se desplegara una 
real fiscalización de las finanzas públicas.

De esta manera, las cuentas públicas del gobierno estatal de 1995, 1996, 
1997 y 1998 fueron aprobadas sin una revisión profunda y efectiva; la 

9 	 Entrevista con C.P. Reynalda Flores y C.P. Román Muñoz (septiembre de 2005), empleados del Órgano de 
Fiscalización Superior del Congreso de Tlaxcala, quienes entraron a laborar a la Contraloría Mayor del Ingreso 
y Gasto Públicos en 1981 y 1991, respectivamente.   
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fiscalización legislativa del gasto público se realizaba como un mero requisito 
legal que el Congreso puntualmente cumplía.

La aprobación de la cuenta pública del año fiscal de 1995, ejemplifica lo 
anterior. El 9 de enero de 1996, la legislatura tlaxcalteca aprueba el tercer 
cuatrimestre de la cuenta pública de 1995, con lo cual finaliza su revisión. 
El poder Ejecutivo envió al Congreso los informes correspondientes al tercer 
cuatrimestre de la Cuenta Pública de 1995, el 2 de enero de 1996. En la sesión 
del 5 de enero, se remite a la Contraloría Mayor para su análisis; una vez 
concluido se expresa que informe del resultado a la Comisión de Finanzas, 
Contraloría y Administración Públicas. Esta comisión recibió el dictamen 
técnico de la contraloría mismo que fue examinado “cuidadosamente” en 
su contenido, “encontrando que el balance general de la Cuenta Pública 
del tercer cuatrimestre, los estados de ingresos y egresos, el origen y la 
aplicación de los recursos que le son relativos son correctos” (Dictamen de 
la Comisión de Finanzas, Contraloría y Administración Públicas, 9 de enero 
de 1996). La comisión de Finanzas considera que el informe presentado por 
la Contraloría se encuentra debidamente ajustado a la Ley de Ingresos y al 
Presupuesto de Egresos del Estado para el ejercicio fiscal de 1995. Como se 
advierte, transcurrió un lapso solamente de 4 días, entre la recepción de 
la cuenta pública por parte de la Contraloría Mayor, su revisión técnica y 
dictamen por parte de ésta, el envío a la Comisión de Finanzas, el análisis y 
la emisión del dictamen por parte de ésta, y su aprobación final por el pleno 
de la legislatura. A todas luces, 4 días resultan insuficientes para realizar 
una fiscalización adecuada y cuidadosa de los recursos públicos que ejerce 
el gobierno estatal.

Prácticamente, el Congreso aprobó bajo la misma pauta las cuentas públicas 
de 1996, 1997 y 1998. Se comentó que mediante reforma constitucional de 
octubre de 1996, se estableció que el congreso, mensualmente, a través 
del pleno o de la comisión permanente, revisará y aprobará en su caso la 
cuenta pública del gobierno del estado, la cual era enviada al congreso en 
los tres primeros días de cada mes. En efecto, el congreso mayoritariamente 
priista, puntualmente cumplía con el requisito de aprobar mensualmente, a 
través del pleno o de la comisión permanente, la cuenta pública del poder 
ejecutivo. Esto es, cuando el congreso se encontraba en receso la cuenta 
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pública era aprobada por la comisión permanente y por el pleno cuando 
se encontraba en periodo de sesiones. La cuenta pública de 1996 fue 
aprobada inicialmente por periodos cuatrimestrales y después de la reforma 
constitucional por periodos mensuales (Acuerdos de la LV Legislatura, núms. 
10, 12, 14, 20 y 24). De estos 5 acuerdos que concluyeron la revisión de la 
cuenta pública de 1996 del ejecutivo, tres fueron aprobados por el pleno y 
dos por la comisión permanente. El mismo patrón se observa en las cuentas 
públicas de 1997 y 1998. Respecto a la cuenta pública de 1997, el pleno 
aprobó los meses de enero, febrero, mayo, junio, julio, agosto, noviembre y 
diciembre (Acuerdos de la LV Legislatura, núms. 31, 38, 57, 63, 70, 78, 97 y 
101); la Comisión Permanente aprobó los meses de marzo, abril, septiembre, 
octubre (Acuerdos de la LV Legislatura, núms. 45, 51, 87, y 91). Lo mismo 
ocurrió con la aprobación de la cuenta pública de 1998, con la diferencia de 
que al entrar en vigor una nueva disposición por la que se modificaron los 
tiempos de instalación y de sesiones del congreso10,  la Comisión Permanente 
aprobó los meses de noviembre y diciembre (Acuerdos de la LV Legislatura, 
núms. 107, 114, 121, 126, 132, 138, 145, 152, 160, 166, 175 y 183). 
Finalmente, detengámonos en el proceso de aprobación de la cuenta pública 
de diciembre de 1998, con el cual se finaliza la revisión de la cuenta pública 
del gobierno estatal saliente, para corroborar, no sólo la ausencia de una 
revisión seria y detenida de la cuenta pública, sino el interés del congreso 
para proteger y deslindar de toda responsabilidad al gobernador saliente. 
El 11 de diciembre de 1998, el ejecutivo envía al congreso el informe de 
la cuenta pública correspondiente al mes de diciembre. El Dictamen de la 
Comisión de Finanzas, Contraloría y Administración Públicas por el que se 
acuerda la aprobación de la Cuenta Pública del Estado, ejercida del 1 al 
31 de diciembre de 1998, de fecha 16 de diciembre, señala que se acuerda 
aprobar la Cuenta Pública General del Estado del 1 al 31 de diciembre de 
1998. En el punto 3 del dictamen especifica que la aprobación del acuerdo 
“debe entenderse como la aprobación de las cuentas y gestión precedentes 
del Poder Ejecutivo en sus términos presupuestales, financieros y contables 
particulares y generales” (p. 3). En el punto quinto se señala que “se 

10 	A partir de la LVI Legislatura, la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Tlaxcala establece que el 
Congreso debe instalarse el 14 de enero y llevará a cabo dos periodos ordinarios de sesiones anualmente; el 
primero comienza el 15 de enero y termina el 15 de mayo; el segundo comienza el 15 de julio y finaliza el 15 
de noviembre.
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aprueba la última cuenta pública general del Estado, tanto del ejercicio de 
1998, como el fin de la administración y se concluye la aprobación anual y 
definitiva de las doce cuentas mensuales de 1998” (p. 5). El dictamen fue 
aprobado por la Comisión Permanente el 18 de diciembre. Hay poco que 
agregar al respecto. En escasos 7 días, la Comisión Permanente, compuesta 
por 4 legisladores, aprueba la cuenta pública de 1998, “que debe entenderse 
como la aprobación de las cuentas y gestión precedentes del poder Ejecutivo” 
y dicha aprobación, de acuerdo con la Constitución “será definitiva y sin 
ulterior recurso”.

b) LVI Legislatura
En la LVI Legislatura, como se comentó anteriormente, el marco legal 

de la fiscalización fue fundamentalmente el mismo que funcionó en la 
legislatura LV (1995-1999). Sin embargo, el hecho de que por vez primera en 
la historia de Tlaxcala se haya experimentado que el Ejecutivo y la mayoría 
legislativa pertenecieran a partidos distintos, estimuló en general una mayor 
actividad en la función de fiscalización legislativa11  y, en particular, provocó 
que el Ejecutivo fuera sujeto de una mayor fiscalización, en comparación 
con el periodo anterior. Sin embargo, la combinación de condiciones 
organizacionales insuficientes de la Contraloría para emprender sus tareas 
de fiscalización, la debilidad de las facultades legales y, en especial, la falta 
de una actitud enérgica por parte de la nueva mayoría legislativa opositora 
produjeron, en conjunto, resultados limitados y poco creíbles, en términos de 
imposición de sanciones por parte del Congreso.

Con un mayor interés del Congreso por emprender tareas de fiscalización, 
producto de las nuevas condiciones de pluralidad partidaria, ahora sí, a 
diferencia de la anterior legislatura, la capacidad técnica y organizacional de 
la Contraloría Mayor del Congreso resultó insuficiente para acometer dichas 
tareas que por ley corresponden a la legislatura. Lo que resulta evidente es 

11 Debemos puntualizar que el Congreso de Tlaxcala tiene la tarea de fiscalizar a los poderes ejecutivo y 
judicial y a 60 ayuntamientos. A partir de la LVI Legislatura se impulsó una mayor fiscalización de los 
recursos públicos. En particular, las cuentas públicas municipales ocuparon un espacio importante del 
conjunto de las labores de fiscalización y del debate parlamentario. Así, reconocemos que la fiscalización 
de las cuentas públicas municipales concentra gran parte del trabajo del órgano de fiscalización y del 
interés de varios diputados, sin embargo, supera los objetivos y alcances de esta investigación examinar 
la fiscalización a nivel municipal.
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que la legislatura y su órgano fiscalizador no contaban con los recursos y la 
capacidad técnica para emprender su labor fiscalizadora12 bajo la inédita 
situación política.

    
De esta manera, el Congreso consideró necesario designar una comisión 

interna, conformada por los presidentes de las comisiones de Finanzas y 
de Fortalecimiento Municipal y el contralor mayor, con la finalidad de 
integrar un padrón de auditores externos que coadyuvara a las funciones 
de fiscalización de la Contraloría, sobre todo para auxiliar la revisión de los 
recursos ejercidos por los ayuntamientos que presentaban un gran rezago 
heredado de la legislatura anterior (Diario de los Debates, agosto 22, 2000).

Bajo un contexto de rezago en el examen de cuentas públicas municipales 
y de limitadas capacidades organizacionales y presupuestales, la LVI 
Legislatura enfrentaba el reto de dar cumplimiento a las tareas de revisión de 
las cuentas públicas de los poderes Ejecutivo y Judicial y de los municipios. 
Los principales efectos de esta situación fue que resultó imposible dar 
cumplimiento a los tiempos de revisión y aprobación de las cuentas públicas 
que establecía el marco legal y, en consecuencia, el proceso de revisión y 
aprobación de las cuentas públicas del Ejecutivo corrió al extremo opuesto 
en comparación con la legislatura anterior.

Recordemos que en 1996 se dispuso que la cuenta pública del Ejecutivo 
fuera revisada y aprobada mensualmente. Esta disposición resultó anacrónica, 
dada la nueva configuración partidista de la asamblea, la abultada carga de 
trabajo y la insuficiente capacidad de la legislatura para cumplir puntual y 
eficientemente sus tareas de fiscalización. Así las cosas, el proceso de revisión 
y aprobación de las cuentas públicas del poder Ejecutivo corrió al extremo 

12 Incluso ya con la creación del nuevo Órgano de Fiscalización Superior en 2002 y con el incremento de 
recursos destinados a su operación se advertía que persistían limitaciones técnicas para llevar a cabo 
las tareas de  fiscalización. Al respecto, el diputado de la LVII Legislatura, Melquíades Pérez señalaba: 
“es necesario que la fiscalización se haga con un profesionalismo mayor, es necesario que la rendición 
de cuentas se entregue con una documentación más amplia, es necesario que exista una comisión de 
Finanzas y Fiscalización con un apoyo técnico mayor, es necesario que el Órgano de Fiscalización tenga 
una estructura técnica que dé soporte a esa fiscalización y, entonces viene el elemento central, si nosotros 
con estas limitaciones, que desde mi punto de vista existen, aprobamos una cuenta pública, desde luego el 
marco de la aprobación de esa cuenta pública nos la está dando esas limitaciones” (Diario de los Debates, 
abril 6, 2004).
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opuesto. No fue sino hasta el último día de trabajo de la LVI legislatura que 
conjuntamente se dictaminaron las cuentas públicas del poder Ejecutivo de 
1999, 2000 y 2001. Puntualicemos las principales limitantes que se crearon 
alrededor del proceso de revisión y aprobación de estas cuentas públicas. 
La Contraloría del Congreso no contaba con la capacidad para revisar la 
utilización de los recursos públicos, razón por la cual la legislatura se sujetó a 
los resultados de las auditorías realizadas por un despacho contable privado -
Pricewaterhousecoopers S.C.- para dictaminar las cuentas públicas del poder 
Ejecutivo de 2000 y 2001. Hasta aquí, es comprensible que la legislatura 
haya tenido que recurrir a entidades externas para contar con elementos 
a fin de examinar y en su caso aprobar las cuentas públicas del Ejecutivo. 
Sin embargo, se trataba de un despacho contratado por el propio poder 
Ejecutivo para auditar los ejercicios presupuestales de 2000 y 2001. De esta 
manera, la legislatura solicitó “a la administración estatal, los resultados de 
la auto-revisión que se realizó a los dos últimos ejercicios fiscales, a través 
del despacho privado Pricewaterhousecoopers S.C.” (El Sol de Tlaxcala, 
diciembre 27, 2000) (cursivas nuestras). Al respecto, el presidente y vocal 
de la Comisión de Finanzas, el priista Héctor Vázquez, y el panista Felipe 
Flores, respectivamente, expresaban que se utilizarían los resultados de las 
auditorías del despacho privado para dictaminar las cuentas públicas de 
2000 y 2001 del Ejecutivo (El Sol de Tlaxcala, diciembre 27 y 31, 2001). El 
presidente de la Comisión de Finanzas indicó que “El poder Legislativo sólo 
tendrá que tomar como base los resultados que arrojó la revisión contable 
efectuada por Pricewaterhousecoopers S.C., a la administración estatal” (El 
Sol de Tlaxcala, diciembre 31, 2001). Por su parte, el vocal panista de dicha 
comisión, señaló que “si las deducciones de esas auditorías son favorables, 
se aprobarán los dictámenes” (El Sol de Tlaxcala, diciembre 27, 2001). 
Queda claro que el órgano de fiscalización y la Comisión de Finanzas del 
Congreso para la dictaminación de las cuentas públicas del gobierno estatal, 
se basaron exclusivamente en los resultados de una revisión que presentaba 
cierto sesgo a los intereses del Ejecutivo, pues si bien, en estricto sentido no 
se trataba de una auto-revisión del poder Ejecutivo, a final de cuentas, el 
despacho externo que ejecutó las auditorías fue contratado por éste. Bajo 
estas condiciones, dicha revisión no contaba con los márgenes necesarios 
de independencia del poder al cual se fiscalizaba y, por ende, no podría 
afirmarse que sus resultados fueran plenamente confiables.
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Por si lo anterior fuera poco, otros elementos contribuyen a afirmar que la 
legislatura no desplegó una fiscalización efectiva sobre el poder Ejecutivo. En 
el transcurso de la legislatura bajo estudio, el Congreso integró comisiones 
que procedieron a la investigación de supuestas irregularidades en el manejo 
de recursos públicos por parte del organismo descentralizado “Fideicomiso 
Ciudad Industrial Xicohténtatl” (relacionadas con la realización del certamen 
“Nuestra Belleza México 2000”) y la Secretaría de Obras Públicas Desarrollo 
Urbano y Vivienda (SECODUVI). Las conclusiones de las indagatorias de ambas 
comisiones se remitieron, primero, a la Comisión de Puntos Constitucionales y, 
posteriormente, a la de Juicios Políticos. El proceso y la resolución que adoptó 
el pleno del Congreso sobre los resultados de las investigaciones advierte que 
se trató de decisiones ambiguas y que se “suavizaron” sus consecuencias 
jurídicas. El punto central de la determinación giraba sobre si las irregularidades 
detectadas se calificaban como “faltas administrativas” o “desvío de recursos”. 
Los resolutivos de las comisiones de Puntos Constitucionales y de Juicios políticos 
apuntaron hacia el primer supuesto, pero con una gran dosis de ambigüedad 
y sospecha. Respecto al asunto “Nuestra Belleza”, el dictamen de la Comisión 
de Puntos Constitucionales expresa claramente las partidas y montos afectados 
para la realización del certamen “Nuestra Belleza México 2000” (Diario de los 
Debates, noviembre 9, 2001). El pleno decide que se remitan los expedientes de 
las investigaciones de los casos “Nuestra Belleza” y de SECODUVI, a la Comisión 
de Juicios Políticos ya que a ésta corresponde determinar la existencia o no de 
responsabilidad administrativa de algún funcionario público. El dictamen de 
esta comisión sobre el primer caso presentado al pleno del Congreso el 4 de enero 
de 2002, señala que “es claro que la erogación de los recursos provenientes del 
Fideicomiso Ciudad Industrial Xicohténtatl fueron indebidamente aplicados, 
pues en dicho certamen de belleza no se considera de alguna manera que 
haya sido en acatamiento del objeto del fideicomiso, toda vez que no se trató 
de actividades relacionadas con la infraestructura del fideicomiso” (El Sol de 
Tlaxcala, enero 5, 2002) (cursivas nuestras). Asimismo,  el dictamen concluye 
que “el expediente de la Comisión Especial para investigar el asunto relacionado 
con el certamen ‘Nuestra Belleza México 2000’ no cumplió con la última parte 
de su cometido; es decir, no formuló legalmente el dictamen sobre qué montos 
y qué partidas del poder Ejecutivo y organismos fueron afectados para la 
realización de ese evento” (Ibid.). Aquí se observa una clara contradicción, ya 
que el dictamen de la Comisión de Puntos Constitucionales señala los montos 
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y partidas que fueron afectados. Cabe destacar que las comisiones de Puntos 
Constitucionales y de Juicios Políticos eran presididas por legisladores del PRI; 
la primera estaba integrada por dos legisladores del PRI y uno del PAN; la 
segunda se integró por dos diputados priistas y una legisladora del PRD. Esto es, 
la “oposición” tenía el control de dichas de comisiones y del pleno, por lo que no 
hay duda de que tanto diputados clave del PRI como del PAN confeccionaron la 
decisión que posteriormente ratificaría el pleno.

De esta manera, el dictamen de la Comisión de Juicios Políticos que fue 
finalmente aprobado por el Congreso con 22 votos a favor y 1 en contra (Actas 
de Sesiones, LVI Legislatura, enero 4, 2002), reconocía que los recursos del 
Fideicomiso fueron “indebidamente aplicados”, sin embargo, su resolución 
señaló como único responsable al gerente del fideicomiso, Leonardo Becerril, 
y se limitó a pedir al gobernador “que se aplique de forma inmediata la Ley 
de Responsabilidades, Sanciones y Estímulos de los Servidores Públicos del 
Estado de Tlaxcala a Leonardo Becerril Sordo” (El Sol de Tlaxcala, enero 5, 
2002). La misma suerte corrió el dictamen de las irregularidades detectadas 
en la Secretaría de Obras Públicas, Desarrollo Urbano y Vivienda, en la que 
se reconocía responsabilidad de su titular, pero sólo se solicitaba al Ejecutivo 
aplicar la ley de responsabilidades (Actas de Sesiones, LVI Legislatura, enero 4, 
2002). En términos reales, el Congreso calificó –de forma contradictoria y poco 
convincente- las irregularidades cometidas por el gerente del Fideicomiso  y el 
titular de SECODUVI como actos de responsabilidad administrativa y, en ese 
supuesto, corresponde al gobernador, a través de la Contraloría del Ejecutivo, 
aplicar las sanciones que establece la ley de Responsabilidades, Sanciones  y 
Estímulos de los Servidores Públicos. De acuerdo con las sanciones establecidas 
en esta ley-amonestación, suspensión temporal y destitución del puesto- a la 
“máxima” sanción que podía llegarse, era la destitución de los mencionados 
funcionarios, cosa que al parecer no sucedió13. En este aspecto, cabe recordar que 
si bien las atribuciones legales de la legislatura eran débiles, ya que el órgano 
de fiscalización del Congreso no podía imponer sanciones directamente a los 
funcionarios que incurrieran en irregularidades, la explicación de las endebles 
resoluciones legislativas apunta que existió negociación para “suavizarlas”. 

13 De acuerdo al seguimiento de prensa que se realizó, casi dos meses después de la resolución del Congreso, 
se detectó que la Contraloría del poder Ejecutivo sólo “apercibió” a ambos funcionarios (El sol de Tlaxcala, 
febrero 28, 2002).
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El diputado del PRD, Cristóbal Luna, y del PT, Isaí Ramírez, expresaron su 
inconformidad sobre la resolución referida. El diputado Cristóbal Luna, calificó 
el dictamen como “tibio” y denunció que “al final hubo acuerdos”. Expresó 
que “en cuanto cayó (el asunto de “Nuestra Belleza”) en manos de la Comisión 
Especial y de las comisiones de Puntos Constitucionales y de Juicios Políticos, 
esto empezó a bajar de tono, sobre todo porque las diferentes fracciones lo 
utilizaron políticamente” (El Sol de Tlaxcala, enero 5, 2002). A su vez el diputado 
petista, Isaí Ramírez, aseveró que “la duda queda en todos los tlaxcaltecas y 
en lo personal hice mi papel, pero esto fue colegiado, lo único que me queda 
fue haber apostado que hubo desvío de recursos y así fue” (Ibid.). Las ocho 
columnas del Sol de Tlaxcala del 5 de enero de 2002, resumen el resultado de la 
decisión del Congreso: “Exoneran a ASA (Alfonso Sánchez Anaya, gobernador 
del estado) de Nuestra Belleza”. 

En síntesis, teniendo los elementos suficientes para imponer sanciones más 
severas, al propio gobernador o a los funcionarios responsables a través de 
juicio político, canalizando los resultados al ministerio público, o al menos 
aprobando con observaciones las cuentas públicas de los años en que se 
detectaron las anomalías, la legislatura no eligió ninguna de estas vías. Fue 
obvio que había consigna en legisladores clave del PRI y del PAN para cerrar 
la revisión de las cuentas públicas y aminorar las sanciones sobre el Ejecutivo. 
Cuestión que por cierto no sucedió respecto a diversas irregularidades 
detectadas en el poder Judicial. Si bien se trataba de irregularidades más 
graves y evidentes, en este caso no se aprobaron las cuentas públicas del 
poder Judicial de 1999 y 2000 y el asunto se turnó igualmente a la Comisión 
de Juicios Políticos y ésta decidió que correspondía a la entrante legislatura 
tomar la determinación correspondiente14. De esta manera, la suerte estaba 
echada. El 13 de enero de 2002, un día antes de finalizar sus trabajos, la 
LVI Legislatura aprobó las cuentas públicas del gobierno estatal de 1999, 
2000 y 2001, donde “se pudo comprobar que los recursos ejercidos fueron 
revisados a través de Auditoría Externa, quienes (sic) expresaron que el 
estado y origen y aplicación de los recursos presentados son razonables 
en todos los aspectos” (Dictamen de la Comisión de Finanzas, Contraloría y 
Administración Públicas, enero 13, 2002).

14 La LVII Legislatura determinó procedente juicio político contra el presidente del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado.   
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c) LVII Legislatura
Bajo el nuevo y fortalecido marco legal de la fiscalización y ante un contexto 

no mayoritario de la asamblea legislativa, por vez primera en la historia de 
Tlaxcala una cuenta pública del poder Ejecutivo es aprobada con observaciones. 
En efecto, el poder Legislativo determinó aprobar con observaciones la cuenta 
pública del poder Ejecutivo de 2002. De acuerdo al dictamen que presentó 
la comisión de Finanzas al pleno del Congreso, ello se debió a que el Órgano 
desconcentrado Colegio de Bachilleres del Estado de Tlaxcala y el Organismo 
Público Descentralizado Salud de Tlaxcala, presentaron observaciones que 
no fueron solventadas fehacientemente en virtud de no haberse presentado 
la documentación correspondiente (Diario de los Debates, abril 6, 2004). Las 
observaciones no solventadas por las dependencias gubernamentales se 
referían, en el caso del Organismo Salud de Tlaxcala, a irregularidades por 
más de 34 millones de pesos en el ejercicio fiscal de 2002, relacionadas con 
miles de toneladas de medicamento que por negligencia caducó (El Sol de 
Tlaxcala, abril 7, 2004). En el caso del Colegio de Bachilleres, el OFS detectó 
irregularidades en el manejo de los recursos económicos y más de 1.7 millones 
de pesos que no fueron solventados (Ibid.). De esta manera, el dictamen 
aprobado establece que “se instruye al Órgano de Fiscalización Superior del 
Congreso del Estado, inicie procedimiento sancionatorio a los servidores públicos 
estatales que se encuentren involucrados en las irregularidades detectadas 
por la fiscalización a la cuenta pública del Poder Ejecutivo en lo que respecta 
al Órgano Desconcentrado Colegio de Bachilleres del Estado de Tlaxcala y 
Organismo Público Descentralizado Salud de Tlaxcala, por el ejercicio fiscal 
2002” (Diario de los Debates, abril 6, 2004). Igualmente, el dictamen estipula 
otros resolutivos. Así, se instruye al titular del OFS a presentar la denuncia 
correspondiente ante la agencia investigadora del ministerio público por las 
inconsistencias presentadas en la cuenta pública para que se proceda como 
corresponda conforme a derecho. También, se recomienda al titular del poder 
Ejecutivo solventar las observaciones derivadas de la fiscalización a su cuenta 
pública y realizar las acciones tendientes a ordenar adecuadamente sus finanzas 
públicas. Finalmente, se indica que el acuerdo “no exime de responsabilidad a 
los servidores públicos estatales del Poder Ejecutivo, Entidades Paraestatales y 
Organismos Autónomos si con posterioridad se detectara alguna irregularidad 
que afecte la legalidad, honradez, imparcialidad o eficiencia en el desempeño 
de sus funciones durante el ejercicio fiscal dos mil dos, en cuyo caso el titular 
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del Órgano de Fiscalización Superior requerirá a las áreas correspondientes del 
Poder Ejecutivo estatal la documentación complementaria que permita conocer 
los detalles de la aplicación de los recursos financieros en los ámbitos de sus 
responsabilidades” (Diario de los Debates, abril 6, 2004).

Cabe destacar que desde de 2003, la Contraloría del Ejecutivo detectó 
irregularidades en el manejo de los recursos por parte del titular del Colegio 
de Bachilleres, Héctor Cruz Bárcenas (El Sol de Tlaxcala, abril 8, 2003) y, 
días después fue cesado de su cargo por el gobernador del estado (El Sol 
de Tlaxcala, abril 10, 2003). Igualmente, entre abril y mayo de 2003, el 
Congreso se involucra para investigar anomalías en el organismo de Salud 
de Tlaxcala, relacionadas con la existencia de medicamento caduco (El Sol de 
Tlaxcala, abril 17 y mayo 10, 2003). Posteriormente, la titular del organismo, 
Vita Libreros, fue relevada en el cargo15  (El Sol de Tlaxcala, mayo 17 y 20, 
2003). De esta forma, a la fecha de la resolución del Congreso sobre la cuenta 
pública de 2002, los funcionarios claramente responsables de las anomalías 
ya no ocupaban sus cargos, por lo que el Congreso promovió, conjuntamente, 
denuncia penal ante la Procuraduría del Estado por las irregularidades 
detectadas en ambas dependencias16 y la aplicación de sanciones de acuerdo 
con la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos para el Estado 
de Tlaxcala.17

Después de poco más de dos meses de aprobada la cuenta pública de 2002, 
el 15 de junio de 2004, el Congreso aprobó la cuenta pública del Ejecutivo 

15 La revisión de prensa y entrevista con ex diputado local, permiten deducir que el relevo de la funcionaria 
no se derivó de su destitución, sino que la funcionaria prácticamente abandonó el cargo, pues solicitó 
permiso al gobernador para ausentarse de su puesto, al cual ya no regresó (El Sol de Tlaxcala, mayo 17, 
2003; entrevista con ex diputado local, Melquíades González, noviembre, 2005).

16 Entrevista con Apolonio Galicia, coordinador jurídico del OFS de Tlaxcala, enero 2006.
17 El 31 de diciembre de 2003, entró en vigor una nueva Ley de Responsabilidades de los Servidores 

Públicos para el Estado de Tlaxcala que derogó la de fecha de 9 de octubre de 1995. En la nueva ley 
se establecen las causas y sujetos de responsabilidad política y administrativa. Cabe destacar que los 
funcionarios mencionados anteriormente, son sujetos de juicio político, no obstante, no podía iniciarse 
contra ellos este procedimiento, ya que esta ley establece que “el juicio político sólo podrá iniciarse en el 
tiempo que el servidor público se encuentre en funciones y dentro de un año después” (art. 19). Respecto 
a las sanciones por responsabilidad administrativa la ley señala las siguientes: amonestación, multa, 
suspensión del cargo, destitución del cargo, inhabilitación para desempeñar empleo, cargo o comisión y 
sanción económica. Ésta se aplica conjuntamente con cualquiera de las otras sanciones, en caso de existir 
beneficios indebidos, daños o perjuicios causados (art. 66). La autoridad responsable del procedimiento 
administrativo y aplicación de sanciones para funcionarios del gobierno estatal, es la contraloría del poder 
Ejecutivo (art. 69).
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del ejercicio fiscal de 2003. Cabe recordar que en la comisión de Finanzas 
y Fiscalización ningún partido gozaba de mayoría. Estaba presidida por un 
legislador del PRI, PRD, PAN, PT y PRI contaban con un vocal cada uno. El 
dictamen que emitió la Comisión de Finanzas sobre la cuenta pública del 
Ejecutivo de 2003, tenía el aval de sus cinco integrantes. En los “considerandos” 
del dictamen se menciona que el OFS requirió documentalmente a la Secretaría 
de Finanzas del gobierno estatal, a las entidades paraestatales y organismos 
autónomos de la información necesaria para la debida solventación de las 
observaciones detectadas (p.3). Asimismo, se señala que “en sesión privada 
celebrada por esta legislatura, los integrantes de la misma acordamos solicitar 
información documental al Ejecutivo estatal que permita obtener mayor 
claridad en lo que respecta a aspectos sustanciales de la administración 
pública estatal, motivo por el que se acordó instruir la Órgano de Fiscalización 
Superior para que proceda por medio de su titular a requerir de la misma al 
área responsable del gobierno” (pp. 3-4). En las conclusiones del dictamen 
se expresa que se consideran suficientes las evaluaciones realizadas por el 
OFS y, en general, que la cuenta pública del poder Ejecutivo fue presentada 
en tiempo y forma y de conformidad con las disposiciones legales. Días antes 
de la aprobación del dictamen por el Congreso, el presidente de la Comisión 
de Finanzas, el priista, Antonio Velásquez Nava había expresado “que al 
menos cinco dependencias tenían problemas con su comprobación” (El Sol 
de Tlaxcala, junio 16, 2004). No obstante, que desde su presentación ante 
el pleno (una semana antes de que fuera aprobado por éste), el dictamen 
iba en el sentido de aprobar la cuenta pública del Ejecutivo, el presidente de 
la mencionada comisión “advirtió que algunas entidades gubernamentales 
debían solventar anomalías detectadas” (Ibid). ¿Cómo interpretar lo dicho 
públicamente por el presidente de la comisión y el contenido del dictamen? ¿Si 
había dependencias que tenían que “solventar anomalías detectadas” por qué 
razón el dictamen que emitió la comisión iba en sentido aprobatorio? O más 
correctamente: ¿Por qué no esperar a que dichas anomalías se solventaran 
y después emitir el dictamen de la comisión? Al parecer el presidente y los 
demás miembros de la comisión, por alguna razón, reflexionaron y actuaron al 
revés: elaboraron el dictamen en un sentido aprobatorio, quizás bajo la certeza 
de que las anomalías por obra de alguien, tarde o temprano se solventarían.
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Si la revisión y aprobación legislativa de la cuenta pública de 2003, exhibió 
algún grado de laxitud, las condiciones en las que se aprobó la del ejercicio 
fiscal de 2004, revelan las contrariedades e inconsistencias de la fiscalización 
legislativa en Tlaxcala. En la última sesión de la LVII Legislatura, el 11 de enero 
de 2005, se aprobó de manera por demás apresurada, la cuenta pública del 
poder Ejecutivo de 2004. Es preciso mencionar que meses atrás, el 26 de agosto 
de 200418,  el Congreso aprobó una reforma a la LFST, la cual establece que el 
informe de resultados de la cuenta pública “deberá ser entregado dentro de 
los diez días del mes de enero, cuando se trate del último año de ejercicio de la 
Legislatura de que se trate, a fin de que la misma, antes de la conclusión del 
periodo de su gestión, esté en actitud de resolver lo procedente con respecto a 
la Cuenta Pública correspondiente” (art. 25) (cursivas nuestras). Es lamentable 
que desde la norma, deliberadamente, se aliente una revisión carente del 
tiempo necesario para emitir una resolución analítica sobre las cuentas 
públicas. Nos preguntamos: ¿cuál es el objetivo o cuáles son las ventajas de 
acortar los tiempos de presentación del informe de resultados cuando se trata 
del último año de la legislatura? La ley menciona que la finalidad es que la 
legislatura “esté en actitud de resolver lo procedente con respecto a la cuenta 
pública correspondiente”. Si el informe se entrega a más tardar el 10 de enero 
y la legislatura termina el 14 de enero, en este brevísimo lapso de tiempo, 
¿podría esperarse que la legislatura cuente con los elementos necesarios para 
resolver lo procedente (ya sea para aprobarla o rechazarla)?.

Más bien la norma estimula lo contrario: el apresuramiento de la resolución 
legislativa sobre las cuentas públicas. Pues en efecto así ocurrió. El informe 
de resultados de la cuenta pública del poder Ejecutivo fue recibido por 
la Comisión de Finanzas, el 10 de enero de 2005 y, al día siguiente, en la 
última sesión del Congreso, dicha comisión presentó al pleno el dictamen 
correspondiente. Sin embargo, ante la evidente premura, el dictamen de 
comisión no fue firmado por los vocales del PAN y PT, María Leticia Ramírez 
y Víctor Morales, respectivamente; con la anuencia de los diputados del PRD 
y del PRI fue suficiente para su consideración ante el pleno. El dictamen 
fue finalmente aprobado por mayoría de votos del pleno, no obstante, las 

18 Decreto publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, Tomo LXXXIII, Segunda Época, Núm. 35, 
Segunda Sección, 1 de septiembre de 2004.
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fracciones del PAN (3), PT (2) y tres diputados del PRI, votaron en contra 
“por considerar que ésta (la cuenta del Ejecutivo) fue presentada al vapor 
y porque no fueron aclarados los recursos económicos que durante el año 
anterior se les destinó a las Organizaciones No Gubernamentales” (El Sol de 
Tlaxcala, enero 12, 2005). Así, en un ambiente caracterizado por la premura y 
la falta de una auténtica revisión, la última cuenta del gobernador perredista, 
Alfonso Sánchez Anaya, resultaba aprobada con el apoyo de la fracción del 
PRD y, gran parte, de la del PRI.

Los procesos analizados sobre la revisión y aprobación de las cuentas 
públicas del poder Ejecutivo durante la LVII Legislatura, revelan una 
fiscalización legislativa intermitente, poco exhaustiva. Llama la atención 
la gran diferencia en los tiempos de revisión y aprobación de las cuentas 
públicas del Ejecutivo de 2002, 2003 y 2004. La nueva legislación, establece 
que el informe de resultados de la revisión anual de las cuentas públicas será 
entregado a más tardar el 31 de marzo del año siguiente al del ejercicio fiscal, 
esto es, tres meses después de que termina la ejecución del presupuesto19, 
debido a que el envío y revisión de las cuentas públicas es por periodos 
mensuales. Señalamos que cuando se trata del último año de la legislatura, 
el informe se debe remitir a más tardar el 10 de enero. Una vez que el informe 
de resultados es remitido por el OFS al Congreso a través de la Comisión de 
Finanzas y Fiscalización, la ley no establece tiempos para su aprobación por 
la legislatura. Así, encontramos diferencias sustanciales en los tiempos de 
revisión y aprobación de las cuentas públicas. La cuenta pública de 2002, 
fue aprobada un año después de la recepción del informe de resultados 
que emite el OFS. Es decir, transcurrieron 16 meses para que la legislatura 
resolviera sobre la utilización del presupuesto de 2002. La cuenta pública de 
2003 se aprobó dos meses y medio después de la entrega del informe, lo que 
implicó un periodo de 6 meses posterior a la finalización del ejercicio fiscal 
de 2003. Y como se comentó, la cuenta pública de 2004 fue aprobada un día 

19 A nivel federal se establece un plazo de 15 meses (contados desde que finaliza el ejercicio fiscal) para 
conocer el informe de resultados de la revisión de la cuenta pública, ya que la cuenta pública del 
ejercicio fiscal del año anterior debe enviarse a la Cámara de Diputados en los 10 primeros días de junio, 
posteriormente se remite a la Auditoría Superior, la cual tiene hasta el 31 de marzo del año siguiente para 
emitir dicho informe. No obstante, se contempla que el Ejecutivo debe enviar el Informe de Avance de la 
Gestión Financiera a más tardar el 31 de agosto del mismo año en que se ejerza el presupuesto, el cual 
contiene el flujo contable de ingresos y egresos y el avance del cumplimiento de los programas al 30 de 
junio de ese año.      
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después de la recepción del informe del OFS y 11 días después de finalizado 
el ejercicio fiscal de 2004. Esta situación refleja una fiscalización legislativa 
discontinua, sin profundidad  y que está sujeta a intereses partidarios y a 
tiempos políticos.

Por otra parte, señalamos que bajo el nuevo marco legal, la revisión de 
la cuenta pública, además de supervisar la legalidad del uso y destino 
de los recursos, tiene por objeto determinar y evaluar el cumplimiento de 
los objetivos contenidos en los programas gubernamentales. En principio, 
debemos señalar que el marco legal no establece la participación de las 
comisiones legislativas en esta importante tarea. De manera inadecuada, 
se otorga esta función exclusivamente al OFS. Asimismo, la ley establece 
que el informe de la cuenta pública debe entregarse a más tardar el 31 
de marzo del año siguiente al del ejercicio correspondiente, el cual debe 
contener el apartado correspondiente a la verificación del cumplimiento 
de los programas. Resulta obvio que la entrega de dicho informe no está 
en conexión con los tiempos de discusión y aprobación del presupuesto. El 
informe que contiene la evaluación sobre el cumplimiento de los programas 
llega a la comisión de Finanzas y Fiscalización del Congreso, al menos con 
5 meses de retraso, considerando que el proceso de análisis del presupuesto 
inicia en noviembre. Además, a partir del análisis de los tres dictámenes 
de aprobación de la cuenta pública del poder Ejecutivo de 2002, 2003 y 
2004 que emitió la Comisión de Finanzas, se pudo identificar que cuando se 
hace referencia al informe de resultados, no se hace referencia, en ningún 
momento, al apartado de evaluación de los programas. De acuerdo con la 
ley, el informe debe contener este apartado, no obstante, se deduce que no 
se lleva a cabo.

5. Conclusiones
El presente ensayo examinó la actividad de fiscalización legislativa sobre 

la rama ejecutiva durante tres legislaturas bajo formatos de gobierno 
unificado, dividido y sin mayoría. El análisis permitió observar que con la 
modificación en la integración partidaria de la asamblea se generó una 
mayor actividad fiscalizadora de la legislatura de Tlaxcala. Sin embargo, 
este estudio permite concluir que en ambas legislaturas, la fiscalización fue 
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deficiente, intermitente, que enfrentó limitaciones técnicas y que generó 
resultados poco creíbles debido al comportamiento que exhiben los partidos 
en esta actividad. Durante la LVI Legislatura, se apuntó que la combinación 
de condiciones organizacionales insuficientes de la Contraloría Mayor para 
emprender sus tareas de fiscalización, la debilidad de las facultades legales 
y, en especial, la falta de una actitud enérgica por parte de la nueva mayoría 
legislativa opositora, produjeron en conjunto, resultados limitados y poco 
creíbles, en términos de imposición de sanciones por parte del Congreso.

Por su parte, las tareas de fiscalización en la LVII Legislatura, se realizaron 
bajo un nuevo marco legal que significó avances para lograr una mejor 
revisión del uso de los recursos públicos. Asimismo, se incrementaron los 
recursos al recién creado Órgano de Fiscalización Superior. No obstante, los 
procesos analizados sobre la revisión y aprobación de las cuentas públicas 
del poder Ejecutivo durante la LVII Legislatura, revelan una fiscalización 
legislativa intermitente, poco exhaustiva, sin un claro interés de los partidos 
por desplegar una revisión auténtica de la rama ejecutiva. Así, la fiscalización 
enfrenta limitaciones de tipo presupuestal y técnico, no obstante, el problema 
nodal se ubica en el comportamiento de los partidos en la legislatura, lo cual 
produce que el proceso y los resultados de la fiscalización legislativa estén 
sujetos a la negociación interpartidaria. 

 
La principal contribución de este trabajo consistió en valorar aspectos que no 

han sido considerados a profundidad para explicar los alcances y obstáculos de 
las legislaturas en México (sobre todo las estatales) para fungir de contrapeso 
efectivo al poder Ejecutivo. El pluralismo partidario al interior de los congresos 
no ha sido condición suficiente para convertir a estas instituciones en verdaderas 
agencias de rendición de cuentas y generar procesos y resultados eficaces de 
fiscalización legislativa. Si bien son aspectos fundamentales, el problema no 
radica exclusivamente en incrementar los recursos técnicos y presupuestales a 
las actividades de fiscalización, ni en aprobar nuevos marcos normativos. En 
efecto, se pudo observar en este trabajo que en presencia de un esquema legal 
de fiscalización fortalecido, el proceso de revisión de las cuentas públicas se 
orientó por un excesivo partidismo. De allí que el problema apunta, en gran 
medida, al marco institucional prevaleciente y las motivaciones que produce 
en los legisladores. La prohibición de la reelección legislativa consecutiva tiene 
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consecuencias negativas para la construcción de congresos fuertes y eficaces. 
Esta disposición atenta contra la especialización y profesionalización de los 
legisladores y no genera fuertes incentivos para que lleven a cabo una labor 
parlamentaria autónoma, especializada, de largo plazo y comprometida con 
demandas ciudadanas, ya que no responden directamente por sus acciones 
ante los electores. Lo que ha estado ocurriendo en los últimos años en el ámbito 
legislativo, a nivel local y federal, es el gran fortalecimiento de los partidos en 
detrimento del fortalecimiento institucional de los cuerpos legislativos.
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Por Raúl Carbajal Cortés

Introducción

La deuda pública en México ha constituido un elemento de controversia 
nacional, por ser el detonador de cambios profundos en la economía a raíz 
de cambios mundiales en los mercados internacionales producto de flujos 
intensos de capitales de los países desarrollados a los menos desarrollados. 
Con la crisis de la década de los ochenta, el deterioro del endeudamiento 
originó el cambio de modelo económico de una economía proteccionista por 
una de carácter más abierto al mercado mundial.1

La deuda constituyó un factor capital en la nueva reorientación, sin 
embargo, en las sucesivas administraciones la información proporcionada 
sobre cómo se contrataba la deuda gubernamental con las instituciones 
privadas y con el exterior, no eran sujeto de escrutinio, ni de revisión 
transparente por el ente de fiscalización, toda vez que se consideraba 
información privilegiada, y que por su delicadeza debería ser manejada a 
discreción por las autoridades financieras.

En el mundo globalizado, los mercados de capitales internacionales y 
nacionales están cambiando rápidamente; ahora observamos un crecimiento 
de las transacciones financieras internacionales y de los mercados locales 
de los países que recurren a este tipo de financiamiento, estos cambios 
profundos en el mercado mundial muestran el carácter dinámico de los 
mismos. La información en materia de deuda pública, si bien ha mejorado 
sustancialmente desde la crisis de la deuda de 1982, todavía tiene algunos 
aspectos que son susceptibles de ampliar en materia de transparencia y 

1 	 Al respecto véase a Bendesky y González Amador, (2003). De apetitos e intemperancias: Horizontes de 
la crisis mexicana, edit. Océano, México.
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de rendición de cuentas, en particular falta un ordenamiento claro sobre el 
manejo de la deuda pública en el mercado de capitales. 

Hasta el momento no existe un diseño institucional exclusivo que muestre 
cuáles son las reglas a través de las cuales operan las instituciones financieras 
públicas en materia de emisión de títulos gubernamentales y de contratos 
a futuro en el mercado de capitales, local, ni existe una metodología propia 
para auditar efectivamente este tipo de endeudamiento. 

Transparencia en el mercado de valores: los títulos de deuda pública

Las instituciones que regulan el mercado bursátil mexicano son: la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, el Banco de México y la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores; la legislación sobre la que se ciñe el mercado 
está establecida por la Ley del Mercado de Valores, la Ley del Banco de 
México y la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito. 

Actualmente, se cuenta con información que emite la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público en sus informes trimestrales, la cual tiene 
además una página electrónica que muestra los movimientos realizados 
en materia de emisión de títulos gubernamentales. En la Ley de Ingresos 
de cada año se solicita, aparte de la contratación directa, la autorización 
para el endeudamiento vía emisión de bonos; adicionalmente, la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público publica boletines informativos sobre las 
operaciones con las emisiones de bonos. El Banco de México participa 
en el mercado de valores a través de las subastas de Cetes que realiza 
periódicamente los martes de cada semana, así como con los informes que 
da cada año, aunado a lo publicado en su página electrónica.

A pesar de que se tiene un importante cúmulo de información, todavía hoy 
no contamos con una legislación que sistematice e indique los mecanismos 
generales que deben contemplarse en la contratación de deuda, vía emisión 
de bonos en el mercado de dinero.
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En este sentido, un diseño institucional que audite, regule y amplíe el 
manejo de la emisión de bonos y otros instrumentos creados por el Gobierno 
Federal, deberá comprender esta nueva forma de endeudamiento que cada 
día adquiere importancia nodal, dada la velocidad con la cual circulan las 
transacciones en los mercados internacionales de dinero.

La precisión que se requiere para identificar y llevar el seguimiento de la 
deuda vía emisión de bonos y otros instrumentos financieros emitidos por el 
Gobierno Federal debe instituirse en una legislación clara, a fin de contar con 
una mayor transparencia en el manejo de este tipo de deuda.

La transparencia en la información en materia de deuda pública debe 
conformar mecanismos claros, estableciendo metodologías financieras que 
permitan entender el proceso de endeudamiento a través de los mercados 
de capitales, y llevar el seguimiento del mismo. También se debe crear una 
sección específica de información periódica de cómo se cotizan todos los 
instrumentos financieros emitidos por el Gobierno Federal.

Sabemos que la política de deuda pública es un medio de financiamiento 
del gobierno para generar incrementos en la actividad económica del sector 
público, y en general de la economía del país. Los recursos que se obtienen 
por este concepto constituyen un activo financiero de capital importancia 
para el desarrollo económico. 

La información que se recibe por parte del Gobierno Federal en materia de 
deuda pública se da en dos niveles, el primero lo constituyen los “Informes 
Sobre la Situación Económica, las Finanzas Públicas y la Deuda Pública”, 
informes que son trimestrales, en este documento se indica que, en particular 
el informe de deuda pública, se da “[…] en cumplimiento con lo dispuesto 
en la Ley General de Deuda Pública, así como en el Presupuesto de Egresos 
de la Federación, la Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 
de 2008, y la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 
se rinde al H. Congreso de la Unión [...],” si bien en dichos ordenamientos 
establece la obligación de informar sobre la deuda no se explicita como es 
el tipo de deuda pública que se contrata. Adicionalmente, la Secretaría de 
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Hacienda y Crédito Público informa periódicamente sobre las actividades 
que realiza con los diversos títulos de la deuda pública. 

El segundo nivel de información es el que ofrece el Banco de México por 
ser el agente encargado de subastar los Certificados de la Tesorería de la 
Federación (CETES); en su página electrónica se observan las colocaciones 
de estos valores gubernamentales. También presentan una sistematización 
de los valores públicos, aunque aclaran que la recopilan de otras fuentes que 
no son directas de la institución.

No hay un diseño preciso para auditar y revisar este tipo de endeudamiento, 
no hay una facultad expresa para auditar la deuda pública en general y en 
particular la del mercado de valores. 

Dinámica del cambio en los mercados de valores y la transparencia

Estamos ante una nueva realidad internacional y nacional, los agentes 
financieros han aprovechado los cambios en las comunicaciones, prueba 
de ello es la interacción alcanzada entre las diversas operaciones de los 
mercados bursátiles y de capitales en el mundo.

Así, los nuevos tiempos nos imponen la necesidad de profundizar en el 
conocimiento de los mercados de capitales y de los instrumentos financieros 
de orden gubernamental. Para ello la sistematización de la información es 
un paso esencial, el siguiente es un diseño institucional que de claridad 
sobre los diversos títulos gubernamentales que se ofrezcan en los mercados 
de dinero, tanto internacional como local.

En el mercado de dinero, también conocido como mercado de deuda, 
es donde se negocian diversos títulos de valor, por ello, para entender el 
funcionamiento de estos mercados, se tiene que razonar en función de los 
plazos negociados, sean a corto y largo plazo; en el mismo existen dos 
instituciones que actúan con un doble papel, ser reguladores y al mismo 
tiempo ser activos participantes del mercado de deuda y son: la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público y el Banco de México, y el tercer agente regulador, 
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la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, desempeña el papel de control 
en el registro de los valores negociados en el mercado.

Adquiere especial relevancia el desempeño del Banco de México, al ser 
el agente financiero del Gobierno Federal; el Banco Central asume, en el 
mercado primario de dinero, el encargo de elaborar, convocar y señalar a los 
ganadores de las subastas, fijar el cupón anual de los bonos, establecer las 
tasas de descuento que se aplicarán a los valores sin cupón, fijar el volumen 
a emitir y los beneficios que pagará, y decidir el método de asignación de 
los bonos.

Los títulos que se negocian en el mercado de deuda emitidos por el Gobierno 
Federal son: Certificados de la Tesorería (CETES), Bonos de Desarrollo de 
uno a dos años con pago de intereses cada 28 días (Bondes 28), Bonos de 
Desarrollo de tres años con pago de intereses cada 91 días (Bondes 91); 
Bonos en Unidades de Inversión (UDI´s) a tres años (Udibonos 3), Bonos en 
Unidades de Inversión (UDI´s) a cinco años (Udibonos 5), Bonos en Unidades 
de Inversión (UDI´s) a 10 años (Udibonos 10) con pago de intereses a tasa 
real cada 182 días; Bonos de Desarrollo emitidos a tres años a tasa de interés 
fija con pago de intereses cada 182 días; Bonos de Desarrollo emitidos a 
cinco años a tasa de interés fija con pago de intereses cada 182 días; Bonos 
emitidos en el extranjero (UMS) con pago de intereses cada 128 días.

También hay instrumentos financieros avalados por el gobierno como el 
Pagaré de Indemnización Carretera (PIC-FARAC) con pago de intereses a 
tasa real cada 182 días; otros organismos también emiten títulos valor en 
el mercado de dinero, tales como la Banca de Desarrollo, los Certificados 
de Depósitos (Cede´s), Aceptaciones Bancarias, Pagaré Bancario, Bonos 
Bancario y de Desarrollo y Bonos de Desarrollo Industrial (Nafinsa).

El Banco de México emite los Bonos de Regulación Monetaria (Bono BREM), 
y el Instituto de Protección al Ahorro Bancario (IPAB) emite los Bonos de 
Protección al Ahorro con pago de intereses cada 28 días (BPAS).

El Banco de México es quien tiene la responsabilidad de colocar una 
gran parte de los valores gubernamentales en el mercado de dinero; así, la 
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Tesorería de la Federación autoriza la emisión de los certificados y el Banco 
de México es quien los coloca, usando el sistema de subastas.

En la página electrónica del Banco Central se informa de los resultados de 
las subastas de títulos gubernamentales, los plazos, el monto y el rendimiento 
expresado en tasa porcentual.

  
El instrumento de financiamiento por excelencia manejado por el Gobierno 

Federal son los Certificados de Depósitos y su tasa es la que determina la 
tasa de referencia para el sector financiero nacional, siendo considerada 
la tasa líder del mercado financiero. Este instrumento tiene dos finalidades 
básicas, la primera es servir como abastecedor de recursos y la segunda  
como instrumento de regulación de la política monetaria; un elemento que 
generalmente  no se explicita con la suficiente claridad es que el CETE no 
ofrece un pago por tasa de interés en el mercado primario, sino una tasa de 
descuento sobre su valor nominal.

En los “Informes Sobre la Situación Económica, las Finanzas Públicas y la 
Deuda Pública para el primer trimestre del año 2008” se clasifica la deuda 
pública en interna y externa, la primera engloba las operaciones de permuta 
de Bonos y Udibonos, la segunda la emisión de un bono global a tasa fija 
con vencimiento a 2040.

En el mismo informe se indica que el saldo de la deuda neta del Gobierno 
Federal es de 2 billones 161 mil 55.6 millones de pesos; de la misma el 
79.3 por ciento es interna y el 20.7 por ciento es externa; se reconoce que el 
endeudamiento interno neto se obtuvo básicamente por medio de la emisión 
de Bonos de Desarrollo a tasa nominal fija y de Udibonos.

Un aspecto que se destaca en el informe es lo referente a la emisión de un 
Bono Global a Tasa Fija con vencimiento en 2040, el cual tiene como objetivo 
conservar la presencia en los mercados internacionales de capital, su valor 
asciende a 1 mil 500 millones de dólares; este nuevo bono con vencimiento 
en enero del 2040, tiene un plazo al vencimiento de 32 años, y pagará una 
tasa de interés anual de 6.05 por ciento. 
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El Gobierno Federal garantiza la emisión de instrumentos de financiamiento 
de otras instituciones financieras como: IPAB, FARAC, Fideicomisos y Fondos 
de Fomento (básicamente FIRA) y de la Banca de Desarrollo.

   En el Plan Anual de Financiamiento de 2008, a cargo de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, se considera prioritario el desarrollo del mercado 
de dinero, por ello se reconoce que se ha consolidado un mercado de valores 
gubernamentales líquido y eficiente, y al mismo tiempo el Gobierno Federal 
es el principal emisor de deuda en el mercado local.

En el plan se contempla apoyar al mercado de dinero mediante el 
fortalecimiento de la liquidez y la eficiencia de los bonos a tasa fija en sus 
distintos plazos, así como desarrollar el mercado de títulos indexados a la 
inflación (Udibonos).

En el mismo plan, el Gobierno Federal plantea hacer un uso intensivo 
del mercado de capitales, mediante operaciones de permuta y recompra 
gubernamentales como mecanismos para hacer más eficiente el manejo de 
la deuda pública valuada en títulos gubernamentales.

El gobierno también considera ofrecer en el mercado financiero títulos 
gubernamentales directamente a los pequeños ahorradores, lo que implicará 
el desarrollo de mecanismos que diversifiquen la información requerida 
para conocer, de manera transparente, el tipo de instrumentos, plazos, 
condiciones y requisitos, y para ello se requiere homogeneizar y concentrar 
toda la información referente a este tipo de transacciones financieras.

Un elemento importante en el desarrollo del mercado de dinero es el 
reporto, el cual permite aumentar la liquidez, maximizar los rendimientos, 
disminuir los riesgos de inversión y beneficiarse de los cambiantes vaivenes 
del mercado, este mecanismo se usa en el mercado secundario.

La operación financiera mediante reporto se encuentra establecida en la 
Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, en su artículo 259, el cual 
expresa que  “[…] el reportador adquiere por una suma de dinero la propiedad 
de títulos de crédito, y se obliga a transferir al reportado la propiedad de 
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otros tantos títulos de la misma especie, en el plazo convenido y contra 
reembolso del mismo precio más un premio […].” Quien está encargado 
de establecer qué valores estarán sujetos a las operaciones de reporte es 
el Banco de México, entre los instrumentos autorizados para realizar esta 
operación se encuentran: los Bonos de Desarrollo, Udis, Bonos UMS, el CETE, 
las aceptaciones bancarias, los Certificados de Depósito y los títulos objetos 
de arbitraje internacional.    

Con respecto a la deuda externa orientada a los mercados de capitales 
internacionales, el Gobierno Federal contempla continuar operando en los 
mercados internacionales de capital con el objetivo de que los inversionistas 
cuenten con un instrumento eficiente para participar en dichos mercados. Se 
identifica que, en el mercado internacional de capitales, se debe disminuir 
la importancia relativa de bonos porque distorsiona la percepción del riesgo 
país; por ello prevén que  se realicen operaciones de manejo de pasivos, 
como recompras silenciosas de bonos en el mercado secundario, intercambios 
públicos o privados de bonos, ofertas públicas de recompras de bonos y/o 
emisión de opciones de intercambio, para orientar estas operaciones hacia el 
mercado norteamericano.

El mundo de los valores gubernamentales es amplio y la información respecto 
a los mismos es cada vez mayor y más vasta, aún así falta transparentar y 
establecer mecanismos de auditoría financiera del mercado de valores, en 
particular a la emisión de valores gubernamentales; falta conocer a detalle 
los tipos de papeles negociados en el mercado de capitales local; no existe 
una página electrónica especializada que presente todo el conjunto de títulos 
valor gubernamental negociados en los mercados primario y secundario, 
tanto local como internacional; tampoco se cuenta con una legislación que 
contemple exclusivamente incorporar en una sola base de datos el diseño de 
la medición de la deuda pública de todas las entidades y funciones públicas 
que la conforman, y las demás actividades desarrolladas por gobierno en los 
mercado de dinero.

El Banco de México indica, con respecto a la información que da sobre las 
subastas de los valores gubernamentales y demás instrumentos financieros 
gubernamentales, que la recopilación realizada corresponde a datos de 
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distintas fuentes de información externas al propio banco, lo que refleja 
la falta de información confiable sobre las operaciones e inversiones que 
se realizan a través de los valores gubernamentales en los mercados de 
capitales, lo que dificulta el conocimiento, la veracidad y precisión de lo 
negociado en tales mercados.

En la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se faculta al 
Congreso, en materia de endeudamiento, en el artículo 73, fracción VII, que 
indica: “[…] el Ejecutivo pueda celebrar empréstitos sobre el crédito de la 
Nación, para aprobar esos mismos empréstitos y para reconocer y mandar 
pagar la deuda nacional. Ningún empréstito podrá celebrarse sino para la 
ejecución de obras que directamente produzcan un incremento en los ingresos 
públicos, salvo los que se realicen con propósitos de regulación monetaria, las 
operaciones de conversión y los que se contraten durante alguna emergencia 
declarada por el Presidente de la República en los términos del artículo 29. 
Asimismo, aprobar anualmente los montos de endeudamiento que deberán 
incluirse en la ley de ingresos que, en su caso, requiera el gobierno del Distrito 
Federal y las entidades de su sector público, conforme a las bases de la ley 
correspondiente. El Ejecutivo Federal informará anualmente al Congreso de 
la Unión sobre el ejercicio de dicha deuda a cuyo efecto el Jefe de Gobierno 
del Distrito Federal le hará llegar el informe que sobre el ejercicio de los 
recursos correspondientes hubiere realizado […]”.

En el párrafo anterior es recomendable que el Ejecutivo precise las 
razones e informe detalladamente de las operaciones de conversión y de 
emergencia al emitir dichos valores, procurando exponer todo lo referente 
al endeudamiento.

 
En la Ley General de Deuda Pública se establecen las formas de 

endeudamiento, ya sea directo o a través de emisión de títulos avalados 
por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en dicho ordenamiento 
se faculta a la secretaría para llevar un estrictico control y manejo del tipo 
de endeudamiento con la obligación de informar, a través del Ejecutivo, al 
Congreso de la Unión sobre el estado que guarda la situación de la deuda 
pública; sin embargo, dicho ordenamiento no está orientado a ser más 
transparente, porque no se establece una información detallada y concentrada 
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de todas las operaciones realizadas en los mercados de capitales local e 
internacional, de modo que pueda presentarse con oportunidad y precisión 
tanto al Congreso como a la ciudadanía.

Al respecto, conviene hacer notar que en México se carece de una sólida 
cultura financiera, el público inversionista carece de información, sobre 
todo lo que se refiere al conocimiento del mercado de dinero y de todas 
las operaciones especializadas que se llevan a cabo en su interior. Un paso 
para ampliar esa cultura financiera es transparentar y auditar este tipo de 
operaciones financieras, para hacerlas más accesibles y concentrándolas en 
una sola información que sistematice todos los instrumentos, instituciones y 
participantes del mercado.

Un aspecto que  es conveniente incluir en el doble diseño de transparentar 
la deuda pública del mercado de capitales y presentar una legislación sobre 
instrumentos gubernamentales, es definir los objetivos por los cuales los 
títulos se emitirán, es decir, a parte de servir como reguladores del mercado 
monetario y de abastecedores de recursos, se debe precisar cuáles ofrecen el 
mejor rendimiento y cuáles ofrecen el máximo de liquidez, con el objetivo de 
dar certidumbre a los agentes inversionistas y consecuentemente al mercado.

La información no debe ser asimétrica porque distorsiona gravemente 
el funcionamiento del mercado financiero, también es causa de frecuentes 
pérdidas patrimoniales, ello a causa de la participación activa de varios 
agentes e instituciones que intervienen en el proceso de inversión financiera. 

Una información clara y actualizada de todas las operaciones con sus 
respectivos instrumentos y agentes, afirmará las bases para que, en un 
ambiente de incertidumbre, se tengan los mejores elementos informativos 
para conseguir las mejores decisiones en el mercado y así contribuir al buen 
funcionamiento del mercado de capitales.

En el mercado de valores se cuenta con un Registro Nacional de Valores, que 
depende de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, quien tiene entre sus 
funciones controlar la oferta pública y vigilar la intermediación de valores.
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Auditoría y transparencia en el mercado de derivados 

Hasta ahora se ha reflexionado sobre la trasparencia en el mercado de 
capitales, sin embargo, en el mundo globalizado de hoy los mercados de 
productos derivados están desarrollándose con dinámicas propias. Estos 
productos derivados son instrumentos financieros que permiten reducir el 
riesgo producto de las condiciones volátiles existentes en los mercados de 
capitales, por ello los instrumentos de cobertura financiera están siendo 
utilizados por los inversionistas.

Y es en el mercado de futuros donde se da el tipo de operación de 
cobertura a futuro, se comercia con instrumentos cuyo valor está en función 
del comportamiento a futuro que tenga el precio de un activo financiero; 
los mercados de derivados se clasifican de acuerdo con el tipo de bien, 
básicamente se tiene dos mercados: el de derivados financieros y el de 
materias primas, y en cualquiera de ellos se pueden comerciar contratos a 
futuro, opciones o swaps.

En el mercado de derivados financieros los bienes no son productos 
tangibles como en el caso de las materias primas o mercancías, sino activos 
intangibles sin existencia física entre los que se encuentran: las tasas de 
interés, el tipo de cambio, la canasta de divisas o la canasta de acciones 
o índices bursátiles; sin embargo, existe la paradoja de que a pesar de ser 
instrumentos de cobertura son más riesgosos porque los contratos que se 
establecen en el mercado de capitales presentan rendimientos demasiado 
fluctuantes a corto plazo, y además porque la compra de un producto 
derivado implica sólo una parte minoritaria del precio del contrato, lo cual 
altera drásticamente el precio del contrato de derivados y consecuentemente 
modifican la inversión efectuada.

En el Mercado Mexicano de Derivados (Mexder), la bolsa opera solamente 
con contratos de futuros financieros, no se ha desarrollado un mercado de 
físicos sobre futuros tanto de materias primas como de productos agrícolas.
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Si se avanzara en esa vertiente se tendrían que elaborar mecanismos de 
auditoría y transparencia para este mercado específico que comprende al 
sector agropecuario. 

Los cuatro tipos de contrato a futuro más comunes en México son: en divisas 
(dólar norteamericano); índices (Índice de Precios y Cotizaciones, de la Bolsa 
Mexicana de Valores); títulos de deuda  (Certificados de la Tesorería de la 
Federación con plazo de 91 días, Tasa de Interés Interbancaria de Equilibrio 
a 28 días, Bono a tres años M3, Bono a 10 años M10 y Unidades de Inversión) 
y las acciones de algunas de las empresas más grandes que cotizan en la 
Bolsa Mexicana de Valores. 

El mercado de derivados se caracteriza por su alto nivel de especialización 
en el manejo financiero de instrumentos gubernamentales; así, este mercado 
adquiere especial relevancia porque no se cuenta con información sistemática 
y clara que se presente periódicamente al Congreso y al público en general, 
apenas se mencionan las operaciones a futuros en los Informes sobre la deuda 
pública, sin ahondar en detalles sobre estas operaciones de contrato a futuro 
y hacia qué agentes se están canalizando las operaciones de contrato. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en materia de derivados, 
presenta la información de manera parcial a través de boletines informativos, 
pero carecen de sistematización en el procesamiento de los datos sobre 
la deuda pública de los valores gubernamentales y contratos a futuro de 
algunos títulos públicos.

El Gobierno Federal informó en abril de 2008 sobre los resultados de una 
oferta sobre “Warrants” (instrumentos que conceden a su tenedor, no así la 
obligación, de comprar o vender otro título o canasta de títulos o un índice 
de precios, denominado como valor subyacente a un precio establecido 
con anticipación y durante un periodo determinado). Se destaca que los 
warrants emitidos consisten en una serie por 1,000 millones de dólares que 
intercambia Bonos UMS por Bonos M y otra serie por 250 millones de dólares 
que también permite comerciar Bonos UMS por Udibonos.



61

La Rendición de Cuentas y la Transparencia de la Deuda Pública
en el Mercado de Capitales

El Gobierno Federal, a través de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 
ha tenido una participación activa en la emisión de este tipo de contratos 
en los últimos años, al permitir el intercambio de deuda externa por deuda 
interna; por la cantidad de alrededor de 4,356 millones de dólares. Cabe 
destacar que esta opción data de 1992, aunque formalmente se integró 
al mercado de derivados a finales de 1998, y está regulada por la Ley del 
Mercado de Valores y por la Ley de Operaciones de Crédito; y de manera 
general por las circulares 10-157 y 10-157Bis.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público busca, con estas operaciones, 
fortalecer el desarrollo local de la deuda, también aprovechar las condiciones 
de alta volatilidad de los mercados internacionales de capital para reducir el 
costo de la deuda gubernamental.

La colocación de la emisión de los warrants para 2008 fue hecha a través 
de Barclays y Merrill Lynch; en el boletín se detallan las operaciones y los 
resultados de las subastas, si bien este hecho es un gran adelanto, falta 
presentar la información de manera integral incorporándola al conjunto 
de la deuda pública de manera sistemática y desagregada, así como de 
proporcionar constantemente toda la información de su evolución, con la 
actualización de los datos financieros de los valores gubernamentales a fin 
de mantener enterados a los actores participantes y en general a todos los 
interesados en el manejo de este tipo de deuda pública.

Es de destacar que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público hace uso 
eficiente de este instrumento de futuro, sin embargo, convendría conocer los 
riesgos, es decir, los que pueden ocurrir dados los movimientos volátiles de 
los precios en los mercados de futuro.

Es de vital importancia regular el mercado de derivados local y auditar los 
contratos que se realicen con recursos públicos, a través de los instrumentos 
gubernamentales negociados en dicho mercado; ya que los valores 
negociados comprenden: Cetes, Bonos UMS y Udibonos.
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Retos para auditar y transparentar la deuda financiera pública 

Nos encontramos en momentos inéditos en la historia financiera de México, 
porque las transacciones en el mercado de valores y derivados tienden a 
crecer, donde los instrumentos financieros, y no los bancarios, son los que 
predominan en los mercados mundiales financieros.

Al respecto, es necesario identificar las áreas de transparencia en este sector 
bursátil, y lo mínimo es disponer de este tipo de información de manera 
sistemática, integral y constante:

“Evidentemente la base de la contabilidad sobre la deuda pública son 
los acervos y sus cambios, en términos de cada uno de los tipos de deuda: 
bancaria, con organismos internacionales y gobiernos de otros países, 
instrumentos financieros y cuentas por pagar.

La transparencia básica registra las operaciones con cada uno de estos tipos 
de deuda, mínimamente como el cambio entre las posiciones de apertura 
y cierre en un ejercicio; pero tratándose de créditos y deuda financiera, 
registra las operaciones realizadas como emisiones, subastas primarias, 
operaciones de recompra, reestructuras, pagos anticipados, etcétera. Éste 
es un mundo de información que debe estar siempre disponible en distintos 
niveles de agregación”.2

También es necesario abrir el mercado de derivados y los productos con 
los que negocia el Gobierno Federal, mediante el diseño de mecanismos 
informativos transparentes y accesibles en una página electrónica donde 
se muestren los instrumentos contratados, así como los agentes y demás 
características por las cuales se realizó la inversión.

Al respecto se han trabajado propuestas para tener un mayor y mejor 
acceso a los mercados de capitales, en particular el Comité Técnico del 
INTOSAI reconoce que la explosión de financiamiento de los mercados de 

2 	 Bernardo González-Aréchiga (2004). Transparencia Integral para el Reposicionamiento de la Deuda 
Pública: Criterios, Áreas y Retos para México, Cámara de Diputados/Auditoría Superior de la Federación. 
México, pág. 117.
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capitales se debe “[..] a cambios en la oferta y la demanda de los mercados 
de capital nacionales e internacionales, también los avances en la tecnología 
de la información además de nuevos y sofisticados instrumentos financieros. 
Otros factores que explican la expansión del crédito internacional, 
especialmente en favor de las economías emergentes y en desarrollo, son 
los siguientes: reducción de las tasas de interés internacionales, una mejor 
calificación del crédito, como resultado de la reestructuración de la deuda 
externa; la desregulación y reformas estructurales macroeconómicas; la 
evidente estabilidad que propiciaron los regímenes de tipo de cambio fijo; 
la internacionalización de las instituciones financieras y el acceso a créditos 
bancarios sindicados”.3

México ha padecido severas crisis financieras, una manera de evitarlas 
es contar con una mejor transparencia en el manejo de la deuda pública 
generada en el mercado de dinero; así, es conveniente: a) establecer 
estrategias para el manejo del riesgo; b) desarrollar políticas transparentes 
y diseño eficaz para la supervisión y regulación del sector financiero en 
materia de endeudamiento de títulos gubernamentales, con el propósito de 
reducir los riesgos asociados con este tipo de obligaciones; c) las autoridades 
financieras deben presentar la información financiera y publicar información 
esencial sobre su deuda bursátil que permita evaluar su vulnerabilidad 
financiera y su riesgo; d) las autoridades financieras deben adoptar prácticas 
de acuerdo con los estándares internacionales, dado que el contar con un 
sector financiero sólido reducirá la vulnerabilidad de la deuda pública 
gubernamental de los mercados de capitales, y e) revisar constantemente 
los indicadores fundamentales de la actividad macroeconómica, a fin de 
reconocer posibles situaciones de crisis y actuar para corregir los problemas 
de liquidez y buen funcionamiento del mercado financiero.4

A mayor transparencia mejor funcionamiento del mercado de capitales, 
y consecuentemente del desempeño de la deuda pública gubernamental 

3 	 Comité de la Deuda Pública INTOSAI (2003). La Administración de la Deuda Pública y la Vulnerabilidad 
Fiscal: Tareas para las EFS, Febrero Mimeo, pág. 8 y 9.

4 	 Al respecto, el Comité de la Deuda Pública del INTOSAI establece los requisitos para un mejor funcionamiento 
de los mercados financieros locales e internacionales. 
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valuada en títulos, a fin de dar certidumbre a los agentes participantes en 
las transacciones financieras del mercado de dinero local e internacional. 

Para avanzar en una mejor transparencia en el manejo de la deuda pública 
del mercado de capitales, se deben diseñar instrumentos específicos para 
establecer auditorías al desempeño, para que se efectúen mejores funciones 
de auditoría, regulación y supervisión del sector financiero. 

Una propuesta para mejorar el accionar de los mercados de capitales es  
contar con indicadores de vulnerabilidad financiera para evaluar eficazmente 
la situación financiera del gobierno y evitar el posible riesgo en el que se 
pudiera incurrir. 

Para el diseño de los indicadores de vulnerabilidad financiera de la deuda 
pública se  comenzaría por comparar la deuda pública con respecto al PIB; 
el servicio de la deuda pública con respecto al ingreso por exportaciones; 
el servicio de la deuda externa total con respecto a las importaciones; el 
servicio de la deuda pública entre los ingresos gubernamentales; promedio 
de los plazos de vencimiento y duración de los instrumentos financieros;  
cambios en el monto total de la deuda pública y de la deuda con garantía 
gubernamental entre el crecimiento del PIB; el saldo de la cuenta corriente con 
respecto al PIB; la deuda pública en divisa extranjera entre la deuda pública 
total; la deuda pública denominada en divisa extranjera entre la deuda 
pública total; por lo que se refiere a los indicadores propiamente de la deuda 
externa destacan: la deuda externa total a corto plazo entre el PIB; el servicio 
de la deuda externa total con respecto a los ingresos por exportaciones;  los 
cambios en el monto de la deuda externa total entre el crecimiento del PIB, 
y la deuda en divisas entre el total de la deuda externa.

Los indicadores para medir la vulnerabilidad del sector financiero, y con 
ello, conocer qué tan riesgosa puede ser una estrategia de financiamiento 
vía el mercado de capitales, podrían contemplar: el crédito interno del 
sector privado entre el PIB; la inversión extranjera directa con respecto al 
PIB; el crecimiento del crédito del sector privado; la participación estimada 
del crédito bancario al sector inmobiliario; cartera vencida total de créditos; 
capitalización del mercado de valores entre el PIB; cantidad emitida de bonos 
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con respecto al PIB, y por el conjunto de operaciones realizadas vía emisión 
de bonos con respecto al crédito interno.5

Los anteriores indicadores serían un complemento de la información 
integral que se requiere en materia de valores gubernamentales y productos 
derivados de los mercados de capitales  para México.

Por último, cabría señalar que es importante acompañar todo lo anterior 
con la elaboración de una legislación que dé cuenta de la dinámica de 
los profundos cambios en los mercados bursátiles, tanto locales como 
internacionales, en materia de emisión y garantía de los instrumentos 
gubernamentales negociados en dichos mercados. La propuesta tendría 
que trabajarse revisando cuidadosamente la actual legislación del sistema 
financiero mexicano, y conjugar de la mejor manera estos nuevos elementos 
que cada día cobran una mayor trascendencia.

Las instituciones que actualmente regulan este sector financiero en México 
como la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, el Banco de México y la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, junto con el Congreso de la Unión, 
la Auditoría Superior de la Federación y sectores académicos y sociales 
expertos en materia financiera y bursátil, serán quienes sentarán las bases 
para la elaboración de una legislación financiera de títulos gubernamentales 
que den transparencia y certidumbre a todos, para lograr las condiciones 
óptimas de buen funcionamiento financiero y económico del país.    

5 	 El INTOSAI es el que ha realizado estas propuestas que son sólidas y permiten conocer que tan fuerte es 
una economía frente a su capacidad de endeudamiento.
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el papel del departamento
de contraloría

y la contaduría mayor de hacienda
en los años de 1917 a 1934

Por Luz María Uhthoff López

Al estudiar la hacienda pública, un tema importante por analizar es cómo 
se ejerce el control del presupuesto. En un régimen de separación de poderes, 
es el Congreso el que no sólo tiene la función de control-autorización, en la 
medida en que participa con el Ejecutivo en la fijación de los montos con 
los que se financiarán las dependencias gubernamentales, sino también 
la función de control-inspección, al fiscalizar los gastos ejercidos por estas 
dependencias1. Si bien la novedad de la hacienda pública moderna es que los 
tres poderes políticos Ejecutivo, Legislativo y Judicial, adquieren competencia 
en el proceso presupuestario2, es el segundo el que obtiene mayor relevancia 
al ser el encargado de autorizar los ingresos y fiscalizar el gasto público. 
En la historiografía de la hacienda pública de México, pocos trabajos han 
examinado la dinámica de participación de los poderes de la Unión en el 
proceso presupuestario y, en particular, en torno a la forma en que llevan a 
cabo su fiscalización. Entre los estudiosos de esta temática destaca Marcello 
Carmagnani, quien en su obra Estado y mercado. La economía pública del 
liberalismo mexicano, 1850-1911 analiza cómo es a partir de la República 
Restaurada que el Congreso tiene una importante participación en la 
aprobación del presupuesto de egresos y en la determinación de la ley de 
ingresos.3 Sin embargo, para los años que siguieron a la Revolución, se carece 
de estudios que examinen el papel de los poderes, el Ejecutivo y el Legislativo, 
en el control y la fiscalización del presupuesto. El análisis de esta temática, 

1 	 Gutiérrez, Lujambio y Valadés, Proceso,  p. 87. 
2 	 Comín, Historia, 1996, p. 45.
3 	 Véase también Luna Argudín, Congreso, 2006.
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para los años de 1917 a 1934, reviste particular interés porque comprende 
un periodo en el que todavía no se consolida el sistema presidencialista; es 
decir, la supremacía del Ejecutivo en el proceso presupuestario. Ciertamente, 
en la Constitución de 1917 se establecen las bases de este sistema4, pero en 
los años de la posrevolución todavía el Congreso desafiaba la autoridad de los 
presidentes mexicanos. Aunque a menudo prevalecía la voluntad presidencial, 
cada uno de los presidentes, desde Carranza hasta Cárdenas, enfrentó a 
mayorías opositoras de facto  en por lo menos en una de las Cámaras en 
algún momento de su mandato5. Por eso resulta esclarecedor analizar cómo 
operó en esos años la dinámica entre el Ejecutivo y el Legislativo en lo relativo 
al control y la fiscalización del presupuesto.

Si bien en la Constitución de 1917 se establecían las atribuciones del 
Ejecutivo y del Legislativo en materia presupuestaria, fue por la vía de los 
hechos que estos poderes pretendieron definir cómo debían interactuar en 
el manejo y en la fiscalización del presupuesto. Esta definición no estuvo 
exenta de enfrentamientos y pugnas; durante esos años se observa un 
Congreso crítico, y en buena medida opositor al Ejecutivo, prueba de ello 
es que buena parte de las iniciativas de ley presentadas por los distintos 
presidentes no fueron aprobadas por el Legislativo6. Además, cabe señalar, 
que las circunstancias institucionales en que debieron interactuar estos 
poderes fueron de suyo difíciles, por no decir adversas, pues como efecto de 
la Revolución se dispersaron las funciones hacendarias, disminuyeron las 
recaudaciones, aumentó en gran medida el gasto militar y, en general, no 
hubo un claro control sobre los gastos ejercidos. En estas circunstancias el 
Ejecutivo intentó centralizar y controlar el presupuesto, y ante ello el Congreso 
en cierta forma trató de fungir como un contrapeso.

Este trabajo tiene como objetivo aproximarnos a la dinámica particular de 
participación del Ejecutivo y del Legislativo en el control y la fiscalización 
del presupuesto durante el periodo señalado. Para ello se analiza el papel 
del Departamento de Contraloría, dependencia establecida por el Ejecutivo 
para fiscalizar el manejo de los fondos públicos, y la Contaduría Mayor de 

4 	 Véase Carpizo, Presidencialismo, 1978.
5 	 Weldon, “fuentes”, 2002, p. 180.
6 	 Véase Weldon, “fuentes”, 2002.
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Hacienda, dependiente de la Cámara de Diputados y encargada de glosar la 
cuenta pública, o sea de realizar su recuento, cómputo y verificación. Ambas 
instituciones tuvieron una estrecha colaboración en los años de 1917 a 
1934, y era tal el grado de su interdependencia que no puede concebirse su 
funcionamiento por separado. La Contaduría dependió en gran medida de la 
correcta actuación de la Contraloría, pues una de sus principales funciones, 
como era la de revisar la cuenta pública, no podía llevarse a cabo si esta 
última no la entregaba debidamente y a tiempo.

	

 Las facultades extraordinarias y el establecimiento del Departamento 
de Contraloría

Después de la Revolución el Ejecutivo enfrentó serias dificultades en el 
ejercicio del proceso presupuestario; era necesario tomar medidas urgentes 
para reorganizar las oficinas de hacienda en las distintas regiones, evitar la 
fuga de pagadores, hacer frente y controlar el excesivo gasto militar, entre 
otros problemas7.  Durante la presidencia de Venustiano Carranza (1917-
1920) se emprendieron las primeras acciones para la reorganización de 
la hacienda pública. Se formaron diversas comisiones8, e incluso se invitó 
a especialistas financieros estadounidenses9 con el propósito declarado 
de establecer las bases para llevar a cabo un ejercicio más estricto del 
presupuesto. Pero, entre todas las estrategias que aplicó el Ejecutivo para ese 
fin, destacaron dos por su importancia y porque definieron la forma en que 
este poder buscó el control de la política presupuestaria. Estas estrategias 
fueron la atribución de facultades extraordinarias, y el establecimiento 
del Departamento de Contraloría. En abril de 1917 el presidente Carranza 
obtuvo del Congreso facultades extraordinarias en materia hacendaria10, lo 
que le permitió emitir decretos para regular la Ley de ingresos y los egresos. 

7 	 Hernández Chávez, “Militares”, 1984;  Zebadúa, Banqueros, 1994, y Uhthoff, Finanzas, 1998.
8 	 Entre otras comisiones se formó en 1917 la Comisión de Reorganización Administrativa y Financiera, 

integrada por Alberto J. Pani, Luis Cabrera, Rafael Nieto, Henry Bruere y Thomas R. Lill. Zebadúa, 
Banqueros, 1994, p. 123. 

9 	 En agosto de 1917 llegaron a México Edwin H. Kemmerer y Alfred E. Chandler, el primero para ayudar a 
resolver los problemas monetarios, y el segundo, los asuntos fiscales. Zebadúa, Banqueros, 1994, pp. 130-
131 y Uhthoff, Finanzas, 1998, pp. 173-176.

10 	Diario de Debates de la Cámara de Diputados (DDCD), 30 de abril de 1917.
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Pese a que estas facultades tuvieron una fuerte oposición del Congreso, los 
presidentes siguieron haciendo uso de ellas hasta el periodo cardenista11. 
La otra medida fue la creación del Departamento de Contraloría en 1917, 
con el propósito de imponer “orden y moralidad” en el manejo de los fondos 
públicos y en la administración del patrimonio nacional.12

Para hacer frente al caos hacendario heredado por la Revolución, el 
Ejecutivo estableció el Departamento de Contraloría; con ello, reorganizó la 
administración pública e instituyó un organismo independiente encargado 
de la fiscalización del presupuesto. Este departamento contó con amplias 
atribuciones para el control presupuesta13l; entre sus funciones estaba la de 
encargarse de todo lo relativo a la contabilidad de la Nación, la contabilidad 
y glosa de toda clase de ingresos y egresos de la administración pública, 
la deuda pública y las relaciones con la Contaduría Mayor de Hacienda 
de la Cámara de Diputados14. Esta última función era muy importante por 
lo que se refiere al control del presupuesto, porque la Contraloría tenía la 
responsabilidad de elaborar y entregar la cuenta pública a la Contaduría, 
para que ésta cumpliera el mandato constitucional de efectuar la revisión 
de la misma.

Cabe decir que la tarea de fiscalización fue prioritaria en un momento en 
que, por los efectos de la guerra, los gastos que ejercían los militares muchas 
veces se hacían sin comprobación y era común la malversación del erario 
público. En 1917, la Secretaría de Guerra concentraba el 71 por ciento del 
total del gasto público, por lo que la Contraloría estableció en su organización 
varias dependencias con la finalidad específica de vigilar el manejo de los 
recursos entre las fuerzas armadas15, y así evitar la frecuente desviación por 
medio del licenciamiento de la tropa o la compra de ganado y forrajes.

11 	Sobre las facultades extraordinarias véase Tena Ramírez, “Suspensión”, 1945, y Weldon, “Estrategias”, 
2002.

12 Guerrero, Departamento, 1984, y Lanz Cárdenas, Contraloría, 1993.
13 Rives Sánchez, Elementos, 1984, pp. 236-246.
14 	DDCD, 17 de noviembre de 1917.
15 	La Auditoría de Inspección se encargó de inspeccionar lo relativo a los cuerpos del ejército y el licenciamiento 

de tropas; la Auditoría de Glosa Militar tenía por función revisar y glosar las cuentas de las oficinas que 
realizaban el pago de sueldos y gastos erogados en el sostenimiento de las corporaciones que formaban 
el Ejército y la Armada. Finalmente, la Auditoría de Guerra y Marina era la avocada a intervenir en los 
licenciamientos de las fuerzas armadas.
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Para 1926, se estableció una nueva Ley Orgánica que modificó la de 
1918, con el propósito de deslindar las funciones que correspondían a la 
Contraloría y a la Secretaría de Hacienda, para así definir con mayor 
precisión su autoridad controladora y fiscalizadora entre las dependencias 
de la administración pública16. En esta Ley se enfatizó que las funciones 
de este departamento serían ejercidas por el contralor de la federación y 
los órganos que la integraban “en representación directa del presidente de 
la República”, con la finalidad de que las dependencias administrativas 
acataran sin reparos las disposiciones de la Controlaría.

Pero ¿cuáles fueron los alcances de este departamento en la fiscalización 
de la hacienda pública? Si atendemos a los informes presidenciales de estos 
años se puede afirmar que su labor fue muy exitosa, pues era común que 
se destacaran las grandes economías logradas. Por ejemplo, en 1918 el 
presidente Carranza informaba que gracias a la labor de la Contraloría se 
habían ahorrado 54 millones de pesos a favor del erario.17

Lo cierto fue que este departamento enfrentó serios obstáculos para 
desempeñar su cometido. En principio, vencer la resistencia de las diferentes 
dependencias gubernamentales a ser fiscalizadas. La Ley Orgánica de 1926 
enfatizaba que este departamento dependía directamente del Ejecutivo, 
para que así el resto de la administración pública no tuviera reparos en 
acatar sus disposiciones. Si bien no abundan las fuentes documentales para 
hacer un seguimiento más estricto de la actuación de este departamento 
en esos años18, por los diversos testimonios se observa que fue al interior 
del Ejército en donde se gestó la mayor resistencia a dicha fiscalización19.  
Lo que representó un verdadero problema para el gobierno federal, pues a 
pesar de que se llevó a cabo una reforma militar20 y se disminuyó su partida 
presupuestal, todavía para principios de la década de 1930 absorbía un 

16 	Lanz Cárdenas, Contraloría, 1993, p. 284. 
17 	Informe del presidente Carranza, 1966, p. 372.
18 	Una fuente importante para el seguimiento del Departamento de Contraloría es el Fondo Luis Montes de 

Oca del Centro de Estudios de Historia de México Carso. Este fondo corresponde al archivo personal de 
Montes de Oca, quien fue Contralor General de este departamento de 1924 a 1927.

19 	Loyo Camacho hace un estudio detallado del Ejército en los años de 1917 a 1931, y señala los continuos abusos, 
robos e indisciplina existentes entre la tropa y los jefes militares. Véase Loyo Camacho, Joaquín, 2003.

20 	Véase Loyo Camacho, Joaquín, 2003, pp.  121-149.



76

Luz María Uhthoff López

tercio del total de los egresos. Era conocido que en su labor de vigilancia 
la Contraloría perdió a más de ocho visitadores asesinados por las fuerzas 
militares21. También afloraba la fuerte oposición de los jefes militares a ser 
inspeccionados, como en el caso de Francisco Murguía22, quien se enfrentó con 
el contralor general de la Nación, Francisco M. González, por haber detenido 
unos libramientos para el sostenimiento de la campaña militar que dirigía 
en el norte de la República contra Francisco Villa. La discusión, en la que 
mediaron amenazas pistola en mano por parte de Murguía, pudo dirimirse 
sólo tras la intervención personal del Estado Mayor Presidencial y del propio 
presidente Carranza23. El delegado del departamento en Zacatecas, Flavio F. 
Beruben, denunciaba que el general Matías Ramos trataba de hacer pasar 
un número mayor de soldados del que realmente disponía, con lo que se 
pretendía defraudar al erario por una suma, entre haberes y forrajes de la 
caballada, de más de 36,000 pesos24. Aumentar el número de soldados y 
especular con los haberes y forrajes fueron las formas más comunes que 
utilizaron los mandos militares para defraudar al fisco.

Otro problema significativo fue la creciente rivalidad entre la Contraloría y 
la Secretaría de Hacienda. No obstante que la Ley Orgánica de 1926 buscó 
deslindar áreas de competencia entre ambas dependencias, era cosa común 
sus enfrentamientos durante esos años. Hacienda esgrimía que la Contraloría 
le impedía contar con informaciones precisas, fidedignas y oportunas sobre 
el movimiento de fondos y valores, lo que le dificultaba orientar la política 
hacendaria del gobierno.25

Sin duda, uno de los principales límites que enfrentó la Contraloría fue 
la dificultad para elaborar eficazmente la cuenta pública anual, sobre todo 
en los primeros años de su funcionamiento. Esta dificultad repercutió en la 
administración federal, al no permitirle contar con un registro adecuado 

21 	DDCD, 7 de diciembre de 1922.
22 Hernández Chávez muestra los diversos negocios que emprendió Murguía con la producción del guayule 

cuando era jefe militar de Coahuila y Durango. Hernández Chávez, “Militares”, 1984, pp. 206-207.
23 	Lanz Cárdenas, Contraloría, 1993, p. 298.
24 El delegado Beruben denunciaba las amenazas de que fue objeto por parte del general Ramos. CEHMC, 

Fondo CMLXXV, c. 2, leg. 0000130.
25 	DDCD, 16 de noviembre de 1932.
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de las recaudaciones y los gastos, así como en el Congreso, al impedirle 
realizar su tarea constitucional de revisar la cuenta pública. La Contraloría 
argumentaba en su descargo la imposibilidad de presentar esta cuenta 
debido a las condiciones anormales por las que atravesaba el país, que 
determinaban una comprobación defectuosa y un excesivo gasto militar. Al 
respecto, los mismos legisladores señalaban: hay que notar que los jefes del 
Ejército, ocupados de preferencia en los asuntos militares, no pudieron atender 
la parte administrativa, ni llevar los requisitos legales en todos los casos. De 
esto provino un verdadero desorden, porque cada jefe militar disponía de 
los gastos sin más requisito que el cerciorarse personalmente de que eran 
procedentes26. No fue sino hasta 1924 cuando este departamento presentó 
por primera vez a la Contaduría Mayor de Hacienda, dentro del término 
constitucional, la cuenta pública27, y hasta 1930 cuando la Contaduría pudo 
expedir un finiquito general relativo a las cuentas de la hacienda pública 
federal por el ejercicio de 1917 a 1924.28

El que la Contraloría pudiera finalmente elaborar la cuenta pública 
en 1924 no fue un hecho fortuito, sino que ocurrió en un momento de 
importantes cambios en la hacienda pública federal, pues ya se había 
logrado el equilibrio fiscal, el gasto militar disminuyó, se amplió la base 
recaudatoria como consecuencia de la reforma fiscal de ese mismo año, y el 
gobierno federal empezó a tener una progresiva intervención en la dirección 
económica del país, cada vez se destinaron mayores egresos a la inversión 
productiva, tanto económica como social, y cada vez menos a gastos militares 
y administrativos29. En consecuencia, el Ejecutivo necesitaba perentoriamente 
contar con un mejor registro y un mayor control sobre el presupuesto.

Paralelamente al crecimiento de atribuciones del gobierno federal 
en el ámbito económico y social, la Contraloría amplió y diversificó sus 
actividades de fiscalización, pues además de comprender las secretarías y 
departamentos, abarcó dependencias de nueva creación, como la Comisión 
Nacional de Caminos, la Comisión Nacional de Irrigación, El Ferrocarril del 

26 	DDCD, 29 de noviembre de 1926.
27 Lanz Cárdenas, Contraloría, 1993, p. 275.
28 Ibidem, p. 277.
29 Cárdenas, Hacienda, 1994, pp. 36-37.
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Valle de México, la Oficina Impresora de Hacienda, los Talleres Gráficos de 
la Nación, las Escuelas Centrales Agrícolas y el Control de la Administración 
del Petróleo Nacional30. Además, este departamento no sólo supervisaba 
todo el movimiento de caudales públicos: ingresos, egresos, deuda pública y 
bienes intervenidos, sino también tenía participación en todos los contratos 
celebrados por el gobierno federal. Función crucial en un momento en que el 
gobierno impulsaba el desarrollo de la obra pública, como la construcción de 
carreteras y caminos. Y, por tanto, esta atribución incluía todos los contratos 
relacionados con la adquisición de materiales, maquinaria, equipos, 
provisiones y muebles.31

El Poder Legislativo frente a las estrategias hacendarias del Ejecutivo

Si bien el Ejecutivo buscó fortalecer sus atribuciones en materia presupuestaria 
mediante diversas estrategias, como la creación del Departamento de 
Contraloría y las facultades extraordinarias, el Legislativo, por su parte, trató 
de acotar el alcance de estas atribuciones de manera que no le impidieran 
desempeñar sus funciones de fiscalización establecidas en la Constitución. 
En principio, los diputados se manifestaron preocupados porque la creación 
de la Contraloría atentara contra la labor fiscalizadora que le correspondía 
a la Contaduría Mayor de Hacienda32, pues la Cámara de Diputados tenía la 
facultad de establecer una oficina auditora general, la Contaduría Mayor de 
Hacienda, con autoridad para examinar las cuentas anuales que el Ejecutivo 
tenía obligación de presentar y, finalmente, contrastar los gastos realizados con 
los autorizados en el presupuesto. Igualmente los senadores se hicieron eco de 
estas preocupaciones; para esta Cámara la Contraloría, además de perturbar 
las funciones de la Secretaría de Hacienda, afectaba a la Contaduría Mayor, 
porque esta última tenía por tarea precisamente revisar las cuentas públicas, y 
con ello cumplir las exigencias de un sistema democrático, en el sentido de que 
no fuera el mismo poder el que gastara y justificara los gastos33. Lo cierto era 

30 	CEHMC, Fondo CMLXXV, caja 23, leg. 002244 y Lanz Cárdenas, Contraloría, 1993, p. 254.
31 Un ejemplo fue la supervisión de contratos del gobierno federal con las compañías petroleras para el 

abastecimiento de petróleo y aceite. CEHMC, Fondo CMLXXV, caja 34, leg. 003357.
32 Incluso para algunos diputados la creación de Contraloría era anticonstitucional. DDCD, 1 de septiembre 

de 1921 y 7 de diciembre de 1922.
33 Lanz Cárdenas, Contraloría, 1993, p. 174.
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que la labor fiscalizadora de la Contraloría era distinta a la de la Contaduría, 
pues mientras que la de la primera era ante todo preventiva, la de la segunda 
cumplía una función a posteriori.34

De cualquier forma ambas dependencias, Contraloría y Contaduría, 
estuvieron estrechamente ligadas, pues los legisladores dependían de la 
labor de la Contraloría para desempeñar su función fiscalizadora; esto es, 
que esta última elaborara oportunamente la cuenta pública y la enviara a la 
Cámara para su revisión. Ahora bien, en los primeros años que siguieron a la 
revolución, la labor de la Contaduría se vio seriamente afectada pues, como 
se ha visto, la Contraloría no logró depurar la cuenta pública, y sólo hasta 
1924 la presentó a tiempo. Éste era un tema particularmente sensible, y en los 
diarios de los debates de la Cámara de Diputados se observa una recurrente 
preocupación por revisar y finiquitar las cuentas públicas de 1917 a 1923. 
Debido a las irregularidades con las que se manejaron los fondos públicos, la 
Contraloría proponía, en uso de la facultad que le concedía su Ley Orgánica, 
dispensar muchos requisitos legales a las cuentas que se presentaban. Pero 
los diputados le hicieron notar que esta dispensa era incorrecta, puesto que 
sólo al Congreso le competía tal dispensa. El problema de las dispensas se 
siguió presentando, de tal modo que se formuló en 1926 un proyecto de ley 
de las mismas, sobre irregularidades y déficit en las cuentas públicas de la 
hacienda pública federal que, previa opinión de la Contaduría, fue sometida 
a la aprobación del Congreso35. En este proyecto, se observó que muchas de 
las responsabilidades fincadas a los funcionarios resultaban muy difíciles 
de ejecutar, ya fuera porque prescribían, ya porque los responsables habían 
desaparecido. El principal problema era la comprobación de los gastos de 
las fuerzas militares, por lo que la dispensa se aplicó principalmente a la 
Secretaría de Guerra. Los legisladores señalaban que la falta de archivos 
en esta Secretaría y aun en el mismo Departamento de Contraloría, así 
como el incendio de trenes, las fugas de pagadores y otra infinidad de 
contingencias, impedían realizar una comprobación exhaustiva y fincar 
responsabilidades36. Finalmente, tras las más diversas vicisitudes, fue en 

34 	Guerrero, “Departamento”, 1984, p. 222, y Cepeda Neri, Contaduría, 1974, pp. 127-128.
35 DDCD, 29 de noviembre de 1926.
36 DDCD, 29 de noviembre de 1926.
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1930 cuando la Contaduría Mayor de Hacienda logró expedir el finiquito 
general a las cuentas de la hacienda pública federal por los ejercicios de 
1917 a 192437. La depuración de estas cuentas llevó a la cancelación de 
responsabilidades que ascendían a más de 52 millones de pesos y asimismo 
se glosaron cuentas por un valor de más de 6 millones de pesos.38

Pero el Legislativo no sólo se vio afectado por el retraso en la entrega de la 
cuenta pública, más determinante para su desempeño fue el otorgamiento 
que hizo al Ejecutivo de facultades extraordinarias. A tal grado que algunos 
especialistas coinciden en afirmar que al conceder el Congreso estas facultades, 
abdicaba a sus atribuciones constitucionales en materia hacendaria39. A este 
respecto se comenta que ante un Congreso opositor como el que se presenta 
en esos años, los presidentes recurrieron a dos técnicas para incrementar su 
influencia ante este poder: manejar a su favor los tiempos en las iniciativas 
presidenciales, y solicitar el uso de las facultades extraordinarias. En el 
primer caso, el Ejecutivo buscó presentar tarde sus iniciativas, al final del 
periodo legislativo, para que el Congreso no tuviera tiempo de discutirlas 
debidamente40. Y gracias a las facultades extraordinarias los presidentes 
pudieron publicar decretos en el Diario Oficial para regular los ingresos y 
egresos de la Federación, de tal modo que, entre 1917 y 1937, se publicaron 
4,579 decretos, el 94 por ciento referentes a asuntos hacendarios41. En el 
Congreso, las facultades extraordinarias fueron materia de acalorados y 
recurrentes debates, en los que salía a relucir invariablemente la negativa 
de algunos legisladores a seguir manteniéndolas. Desde la primera vez en 
que se otorgaron al presidente Carranza en 191742, se suscitó una enconada 
controversia, tanto en la Cámara de Diputados como en la de Senadores, 
porque para los legisladores tal petición no procedía de acuerdo con el 
nuevo texto constitucional. El artículo 29, señalaban, sólo autorizaba otorgar 
estas facultades al Ejecutivo en caso de invasión del territorio nacional, 

37 	Lanz Cárdenas, Contraloría, 1993, p. 277.
38 DDCD, 1 de septiembre de 1928.
39 Tena Ramírez “Supensión”,  1945, p. 142; Weldon, “Estrategias”, 2002, p. 285; Piccato, “Parlamentarismo”, 

1997, p. 76, y Aboites, Excepciones, 2003, pp. 283-301.
40 Weldon, “Estrategias”, 2002, pp. 267-271.
41 Ibidem, p. 283.
42 Cabe decir que estas facultades también fueron utilizados por los presidentes durante el siglo XIX. Véase 

Tena Ramírez, “Suspensión”, 1945.
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o de perturbación grave de la paz pública43. A pesar de la oposición, le 
fueron concedidas a Carranza y, después, los demás presidentes  siguieron 
haciendo uso de estas facultades. En 1919 los diputados se preguntaban 
si era pertinente la discusión del presupuesto, porque de nada serviría el 
que aprobáramos nosotros este o aquel ramo de hacienda, si el Ejecutivo a 
las veinticuatro horas promulga un decreto, que en virtud de sus facultades 
extraordinarias podría derogar aquellas partidas aprobadas por nosotros, 
y disminuirlas o aumentarlas a su criterio44. Los debates dejaban entrever 
la disputa por las áreas de competencia sobre el control del presupuesto 
entre el poder Legislativo y el Ejecutivo. Para los diputados las facultades 
extraordinarias limitaban la tarea fundamental del Legislativo, pues en 
todas partes del mundo la principal función de la Cámara de Diputados es 
precisamente la discusión de los presupuestos.45

La Cámara de Diputados y la Contaduría Mayor de Hacienda

Pese a las estrategias adoptas por el Ejecutivo, el Legislativo buscó 
preservar su función de control sobre los recursos públicos46, por lo que en 
el Congreso se siguieron discutiendo anualmente los presupuestos, e incluso 
muchas veces los legisladores introdujeron modificaciones importantes al 
presentado por el Ejecutivo47. La Cámara de Diputados tenía competencia 
sobre el presupuesto de egresos, y coparticipaba con la de Senadores en lo 
que respecta a los ingresos48. Por su parte, el Ejecutivo debía informar cada 
año del uso que había hecho de las facultades extraordinarias.49

43 	DDCD, 2 de mayo de 1917 y Tena Ramírez, Leyes, 1999, p. 834.
44 DDCD, 17 de septiembre de 1919.
45 Ibidem.
46 Para Berlín Valenzuela el parlamento no debe reducir su intervención a la función legislativa solamente, 

pues ello equivaldría a limitar sobremanera su participación en el proceso de una nación. Su acción se 
valora destacadamente, por tanto, considerando también la eficacia de esta función de control. Berlín 
Valenzuela, Derecho, 1994, p. 140.

47 Weldon señala que 13 de los 15 presupuestos sufrieron modificaciones. Weldon, “Fuentes”, 2002, p. 186.
48 DDCD, 14 de diciembre de 1918.
49 Weldon, p. 191.
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Y al ser la Cámara de Diputados la que tenía el poder de autorizar las 
erogaciones presupuestarias, también tenía la atribución exclusiva sobre 
la fiscalización de las mismas. Para ello contaba con una oficina técnica 
especializada, la Contaduría Mayor de Hacienda50, para la glosa de la cuenta 
pública, o sea el recuento, el cómputo y la verificación de las cuentas51. Así, el 
poder que autoriza toda erogación tenía el derecho de cerciorarse de que estos 
gastos se realizaran conforme a las leyes emanadas de la misma Cámara.52

La Contaduría Mayor de Hacienda desempeñaba un papel principal en la 
fiscalización de la hacienda pública, como era el de ejercer una vasta verificación 
de las finanzas públicas, buscar la moralización de la administración federal, 
por medio de un examen oportuno de las cuentas para prevenir fraudes, y hacer 
efectivas las responsabilidades que pudieran fincarse a los administradores 
de los fondos públicos53. Por ello los diputados señalaban que mientras la 
Contraloría podría desaparecer, como de hecho ocurrió en 1934, la labor de la 
Contaduría era fundamental para mantener el equilibrio entre poderes, pues 
este organismo era una oficina independiente de la administración pública 
federal para vigilar y fiscalizar los fondos públicos.54

Pero ¿cuál fue la actuación de la Contaduría Mayor de Hacienda en la 
fiscalización de los gastos federales? Al igual que la problemática ya referida 
que enfrentó la Contraloría para desempeñar sus labores de fiscalización, 
los diputados observaban que en los años posteriores a la Revolución en 
las finanzas públicas ha habido grandes irregularidades, dificultad para la 
comprobación de los gastos y, en resumen, un grave desorden administrativo55,  

50 	Esta Contaduría fue establecida por decreto el 16 de noviembre de 1824. Folleto Conmemorativo, p. 27. 
Véase también Cepeda Neri, Contaduría, 1974.

51 En el primer artículo de la Ley de la Contaduría Mayor de Hacienda se establecía que “tiene a su cargo 
la revisión y la glosa de las cuentas anuales del Erario Federal, para verificar si los cobros y gastos se 
hicieron con la autorización necesaria, si unos y otros se hallan debidamente comprobados”. También se 
dice, segundo artículo, que la Contaduría “practicará la revisión y la glosa de las cuentas anuales de la 
Beneficencia Pública del Distrito Federal, así como de las rendidas por los Municipios de los Territorios 
Federales”.  Ley de Reorganización de la Contaduría Mayor de Hacienda, expedida el 6 de junio de 1904. 
AGN, Hacienda Pública, folletería, vol. 16, exp. 6.

52 DDCD, 14 de diciembre de 1918..
53 Folleto Conmemorativo, pp. 27-32.
54 DDCD, 12 de diciembre de 1918.
55 	DDCD, 29 de diciembre de 1926.
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por lo que una de las tareas de la Contaduría fue depurar las cuentas anteriores 
a 1925, y regularizar los trabajos de la Cámara. Pero entre los obstáculos 
que enfrentó para desempeñar su función fiscalizadora estaba, como ya se 
mencionó, el retraso con que el Ejecutivo entregaba la cuenta pública. Esta 
demora no sólo impidió la revisión de dicha cuenta, sino también limitó la 
posibilidad de fincar responsabilidades a los funcionarios públicos en caso 
de incurrir en peculado. Así, los diputados constantemente manifestaron 
su preocupación porque la Contraloría no entregara oportunamente estas 
cuentas, pues todavía para 1932 se señalaba: la revisión que la Contaduría 
Mayor de Hacienda debe hacer de las cuentas del erario, no produce ningún 
resultado, porque hace mucho tiempo que las cuentas se entregan con retraso. 
De tal manera que cuando la Contaduría hace su glosa, ya han pasado los 
cinco años que la Ley establece para que se exijan responsabilidades56. En la 
documentación se encuentra la correspondencia, fechada en 1925, entre el 
Contador Mayor de Hacienda, Rafael Quevedo, y el Contralor, Luis Montes de 
Oca, a quien aquél le solicita adoptar medidas perentorias para evitar que 
prescribieran las responsabilidades de los servidores públicos que manejaron 
fondos públicos. Esto era porque la Contaduría Mayor apenas estaba 
revisando la cuenta de 1920 y, de acuerdo con la ley de 190457, se establecía 
un término de cinco años para que prescribieran estas responsabilidades.58  

Asimismo, la Contaduría encontró, en la revisión de los egresos, que en 
varios ejercicios el Ejecutivo se había excedido en el presupuesto autorizado 
por varios millones de pesos, y la Cámara, entonces, sencillamente propuso 
ampliar las partidas del presupuesto.59

La facultad revisora de la Contaduría también entró en rivalidad con 
la de la Contraloría. La primera argumentaba que esta facultad no debía 
limitarse a la cuenta pública anual, sino que debería extenderse a los cortes 
de caja mensuales de las oficinas con manejo de fondos. Por el contrario, el 
Departamento de Contraloría sostenía que esta revisión era de su competencia 

56 DDCD, 8 d diciembre de 1932.
57 AGN, fondo folletería, Hacienda Pública, vol. 16, exp. 5.
58 CEHMC, fondo CMLXXV, caja 25, leg. 002499.
59 Se destacaban sobre todo los años de 1921 y 1922. DDCD, 7 de septiembre de 1925 y 10 de noviembre 

de 1925.
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exclusiva y que, al momento de su creación, se derogaban todas las leyes 
anteriores que facultaron a la Contaduría Mayor de Hacienda para intervenir 
en dichos cortes de caja.60

En suma, la Contaduría se vio seriamente afectada en su funcionamiento por 
las secuelas de la lucha armada, la disposición de facultades extraordinarias 
por el Ejecutivo, la entrega tardía de la cuenta pública, y la insuficiente 
delimitación de sus atribuciones en relación con el Departamento de 
Contraloría. Pero también se advierten problemas en su organización interna. 
Estas dificultades, en parte, se derivaron de la fuerte presencia y pugna de 
intereses de partidos y facciones que no sólo afectaron a la Contaduría sino, 
en general, al desempeño del Congreso durante esos años.61

En un estudio confidencial del Departamento de Contraloría de 192562, se 
denuncia la influencia perjudicial de distintos partidos en el funcionamiento 
de la Contaduría Mayor de Hacienda. Primero el Partido Liberal 
Constitucionalista63  y después el Partido Cooperativista habían conseguido 
que personal calificado fuera removido para colocar a sus partidarios. También 
se denunciaba la corrupción imperante al interior de la Contaduría64. Ello 
condujo a que el presidente Calles señalara, en 1926, que la fiscalización a 
posteriori ejercida por los parlamentos o por los tribunales de cuentas, como 
órganos delegados de aquéllos, resultó del todo ineficaz, lo mismo para los 
propósitos técnicos de la contabilidad, como para los de carácter político 
que se traducían en responsabilidades de los manejadores de fondos65. Los 
mismos diputados denunciaban que era doloroso afirmar que la Contaduría 
persiguiera más bien finalidades políticas que administrativas.

Otra vertiente de la problemática interna de la Contaduría fue la falta de 
acuerdo en el Congreso para expedir una nueva Ley Orgánica que hiciera más 

60 	Folleto Conmemorativo, 1925,  p. 31.
61 Weldon, “Fuentes”, 2002, p. 197.
62 CEHMC, fondo CMLXXV, caja 10, legajo 0938.
63 DDCD, 26 de septiembre de 1918.
64 Véase también DDCD, 12 de noviembre de 1924.
65 DDCD, 8 de diciembre de 1932.
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eficiente y actualizara su funcionamiento, pues este órgano siguió operando 
con la ley de 1904, expedida durante el porfiriato66. Una nueva ley se hacía 
imperativa porque el gobierno federal había ampliado su radio de acción 
con la creación de nuevas y diversas dependencias. Lo preocupante era que 
estas nuevas dependencias no rendían cuentas a la Contaduría, ni admitían 
su fiscalización67. Adicionalmente, se planteaba una discrepancia jurídica, 
pues la Ley de 1904 todavía establecía que el vínculo para obtener la cuenta 
pública debería hacerse con la Secretaría de Hacienda, cuando que según 
la reforma administrativa correspondía al Departamento de Contraloría el 
enlace directo con el Legislativo.68

Sin embargo, en esos años se presentaron varias iniciativas para establecer 
una nueva Ley Orgánica69. En 1918 se emitió un Proyecto de Ley70 que buscaba, 
entre otros propósitos, facultar a la Contaduría Mayor para la revisión de las 
cuentas parciales, sin esperar a que el Departamento de Contraloría rindiera 
las cuentas generales. En esa ocasión fue la Contraloría la que opuso las 
mayores objeciones, pues, desde su punto de vista, el Legislativo pretendía 
intervenir en funciones netamente administrativas inherentes al Ejecutivo. 
Además, era claro que tanto el texto constitucional como la Ley Orgánica de 
1904 establecían que sólo a la Cámara de Diputados competía la revisión de 
la cuenta anual71. Para 1921 se presentó otro Proyecto de Ley; esta iniciativa 
contaba con el respaldo de 60 diputados que solicitaban una dispensa de 
trámite para su rápida aprobación72. El argumento principal era que la ley 
vigente de 1904 no concedía a la Contaduría claras facultades de fiscalización. 
Durante los debates en torno a esta iniciativa los diputados hicieron notar el 
conflicto que existía entre la Comisión Inspectora de la Contaduría y el Contador 
Mayor de Hacienda, por lo que esta propuesta era tan sólo una maniobra de 

66 	Ley de Reorganización de la Contaduría Mayor de Hacienda, expedida el 6 de junio de 1904. AGN, 
Hacienda Pública, folletería, vol. 16, exp. 6.

67 Folleto Conmemorativo, 1925, pp. 30-31.
68 Para Cepeda Neri del reglamento de la Ley de 1904 se desprende un sinnúmero de deficiencias y absurdos 

que obstaculizan las funciones de la Contaduría. Cepeda Neri, Contaduría, 1974. p. 21.
69 De acuerdo con la Constitución de 1917, artículo 73, era el Congreso el que tenía la facultad para expedir 

la ley orgánica de la Contaduría Mayor. Tena Ramírez, Leyes, 1999, p. 849.
70 Proyecto de Ley de Reorganización de la Contaduría Mayor de Hacienda, 1918.
71 Departamento de Contraloría, 5 de noviembre de 1918.
72 DDCD, 19 de octubre de 1921.
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este último en contra de la Comisión Inspectora, por lo que en esa ocasión 
tampoco se aprobó la Ley Orgánica debido al trasfondo político que había 
detrás de la iniciativa. En 1936, nuevamente se discutía en la Cámara la 
necesidad de esta ley73, y por fin sería aprobada en el siguiente año. Esta ley 
estableció las bases de organización de la Contaduría y en ella se precisaron 
sus atribuciones. Un aspecto novedoso fue reglamentar la permanencia de su 
personal, y se establecía que el 25 por ciento era de carácter inamovible; esto 
era para evitar, como sucediera en años anteriores, la remoción de personal 
calificado por causa de vaivenes políticos.74

La desaparición del Departamento de Contraloría

A pesar de que al finalizar la década de 1920 la Contraloría había ampliado 
y diversificado sus funciones de fiscalización, y se había convertido de alguna 
forma en una presencia preventiva y de control en la administración pública, 
el presidente Abelardo L. Rodríguez consideró necesario desaparecer este 
departamento, y que la Secretaría de Hacienda asumiera de nuevo las 
funciones de fiscalización que tuviera durante  el siglo XIX.

Así, en 1932, el Ejecutivo envío al Congreso una iniciativa de reforma a la Ley 
de Secretarías de 1917, para suprimir la Contraloría75. Entre los argumentos 
principales que esgrimía dicha iniciativa figuraba la dificultad de realizar un 
seguimiento más estricto del presupuesto dada la creciente rivalidad entre 
este Departamento y la Secretaría de Hacienda. En esto eran contundentes 
los argumentos del presidente, pues se menciona que esta rivalidad impidió 
a Hacienda, responsable de la situación financiera del gobierno, llevar 
una contabilidad real de la hacienda pública. Es decir, la Contraloría no 
había sido capaz de elaborar en forma oportuna y periódica los estados 
de la cuenta pública, y a tal grado habían llegado las divergencias entre 
ambas dependencias que mientras la Contraloría informaba de un superávit 
en los presupuestos de 1927 a 1931, Hacienda, en cambio, reportaba un 
saldo deficitario. A pesar de que con la Ley Orgánica de la Contraloría 

73 	DDCD, 28 de septiembre de 1936.
74 Véase nota 22.
75 DDCD, 27 de octubre de 1932.
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de 1926 se buscó deslindar las actividades de ambas dependencias, los 
resultados no eran los esperados, pues la Secretaría de Hacienda se había 
visto obstaculizada al no contar con informaciones precisas, fidedignas y 
oportunas sobre el movimiento de fondos y valores en que basarse para 
orientar la política hacendaria del gobierno.76

Para el Ejecutivo, además, la labor de Contraloría tampoco había 
permitido el funcionamiento eficaz de las dependencias federales, pues 
los trámites que tenían que realizar para ser supervisadas hacía más lenta 
su labor; según el Ejecutivo, no pueden desempeñar con la oportunidad 
debida los servicios públicos que tienen a su cargo y bajo su exclusiva e 
inmediata responsabilidad.77

Y por lo que hace a la tarea moralizadora de la administración, los 
resultados también eran limitados. El Ejecutivo citaba el caso de la rebelión 
delahuertista de finales de 1923, en el que la Contraloría fue incapaz de 
impedir que el entonces secretario de Hacienda, Adolfo de la Huerta, hiciera 
un uso indebido de los dineros públicos y, por tanto, no fincó responsabilidad 
alguna. Y, en general, no se alcanzó el efecto moralizador que se esperaba, 
pues el concepto de responsabilidad se diluyó y se pervirtió, ya que, por 
una parte, para los altos funcionarios la visa de las órdenes de pago por la 
Contraloría equivale a un finiquito y, por otra, se fincan responsabilidades a 
empleados subalternos por simples errores de tramitación que a veces sólo 
merecen observaciones y correcciones disciplinarias.78

En resumen, los argumentos del presidente Rodríguez criticaban 
severamente los resultados de la Contraloría, pues al parecer no llevó a cabo 
un registro claro y oportuno de la cuenta pública, su labor fiscalizadora no fue 
eficaz y limitó el funcionamiento de la administración pública, especialmente 
el de la Secretaría de Hacienda. Lo único que soslayó el Ejecutivo fue cómo 
los problemas de la Contraloría también habían afectado las funciones de 
fiscalización de la Cámara de Diputados, al no poder contar oportunamente 
la Contaduría Mayor con la cuenta pública.

76 	Ibidem.
77 DDCD, 16 de noviembre de 1932.
78 Ibidem.
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En los debates sobre esta iniciativa del Ejecutivo, los legisladores 
asumieron diferentes posiciones; algunos lamentaron su desaparición porque 
la consideraban  uno de los logros de la Revolución, otros señalaron que 
su desaparición permitiría a la Contaduría Mayor recobrar sus verdaderas 
facultades79. Finalmente aprobó el Congreso la iniciativa y la reforma 
administrativa entró en vigor en 1934.

Con la desaparición de la Contraloría, la Secretaría de Hacienda absorbió 
íntegramente las facultades y responsabilidades como administradora del 
patrimonio de la federación, y el manejo de fondos, en sus diversos aspectos 
recaudación, pago, contabilidad, glosa y rendición de cuentas, quedó bajo 
la responsabilidad de la Tesorería de la Federación, dependiente de esta 
secretaría. Las diferentes dependencias federales fueron eximidas de la 
supervisión de la Contraloría, y cada una se hizo responsable del manejo 
de su presupuesto, y se limitó a la Secretaría de Hacienda a comprobar la 
legalidad de las erogaciones.

Comentario final

A pesar de su debilidad relativa durante esos años, el Ejecutivo desarrolló 
una serie de estrategias para ejercer un mayor control sobre el presupuesto, 
entre las cuales destaca el uso de facultades extraordinarias que le permitieron 
emitir decretos para regular los ingresos y los egresos de la federación.

Otra estrategia del Ejecutivo fue la creación del Departamento de 
Contraloría. Sobre esta creación, cabe decir que no existían antecedentes 
al respecto, siendo una verdadera novedad en su momento en el contexto 
de la administración pública80 y en lo que se refiere al control interno 
del presupuesto. Su innovación estriba en establecer un departamento 
independiente encargado de supervisar a todas las dependencias que 

79 	DDCD, 8 de diciembre de 1932.
80 Cabe decir que en la administración pública este departamento fue pionero en el servicio civil de carrera. Su 

personal era especializado y previamente tenía que acreditar un examen. Para ello se formó una Comisión 
Revisora de Expedientes que fijaba las políticas de selección de los candidatos a ingresar a la Contraloría o 
bien para determinar sus ascensos. Los exámenes eran presentados ante profesores de la Escuela Superior 
de Comercio y Administración.
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recaudaban impuestos federales, y fiscalizar el manejo de los recursos 
públicos de las secretarías, departamentos y demás dependencias del 
gobierno federal. Todos los actos de la administración pública que manejaban 
recursos públicos pasaron por las manos de este departamento. Después de 
su desaparición en 1934, el Ejecutivo tardaría muchos años en contar con 
una dependencia de estas características, y no fue sino hasta 1983, casi 
cinco décadas más tarde, cuando se instituyó la Secretaría de la Contraloría 
General de la Federación.

Pero, pese a la importancia que adquirió la Contraloría en esos años, todo 
indica que los resultados no fueron suficientemente convincentes para las 
nuevas condiciones que se vivían entonces. Si bien, como se ha visto, los 
informes presidenciales indicaban que este departamento permitió ahorros 
millonarios al erario público, continuó la corrupción y la malversación de 
fondos, y fue limitada su capacidad para fincar responsabilidades a los 
servidores públicos. Prueba de ello es que básicamente las denuncias y 
consignaciones de este departamento alcanzaron a empleados subalternos, 
a los que se les fincaron responsabilidades por pequeños caudales sustraídos, 
y quedaron fuera de control los altos funcionarios.81

Tampoco pudo cumplir oportunamente una de sus funciones principales: 
la elaboración de la cuenta pública. Ello fue evidente sobre todo durante 
los años de 1917 a 1924. No obstante, esta dificultad debe entenderse 
en su momento, pues la lucha armada había afectado seriamente el 
funcionamiento de la hacienda pública, y fue difícil tener un registro 
adecuado de los gastos, sobre todo en las filas del Ejército. Y en esto 
parecen coincidir el poder Ejecutivo y el Legislativo cuando señalan la 
situación irregular que se vivió en esos años. Esta situación empezó a 
cambiar a mediados de la década de 1920. El Ejecutivo emprendió una 
reforma hacendaria, y pudo aumentar el gasto para promover el desarrollo 
económico y social, al disminuir el administrativo, principalmente el de la 

81 En la documentación consultada de la década de 1920 sólo se encuentran denuncias menores, como 
el caso de los Ferrocarriles Nacionales de México, donde se revelaban distintos fraudes y contrabando. 
También algunas Auditorías Regionales reportaban casos de malversación, como en la administración de 
Sayula, Jalisco, donde se reportaba al administrador por un fraude de 16,621 pesos, y en Ciudad Juárez 
se reportaba un robo de un empleado del timbre por 3,000 pesos. CEHMC, fondo CMLXXV, caja 2, leg. 
0000193; caja 15, leg. 00001570 y caja 18, leg. 00001660.
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Secretaría de Guerra. Todo indica que este poder lograba tener un mayor 
control sobre el presupuesto. Fue en este contexto en el que la Contraloría, 
en 1924, pudo presentar por primera vez durante el término constitucional 
la cuenta pública a la Contaduría Mayor de Hacienda.

Con esto se observa que la Contaduría Mayor de Hacienda se vio 
obstaculizada para realizar una de sus funciones básicas: la revisión de la 
cuenta pública. Si bien en 1924 se le presentó oportunamente, la situación 
no se regularizó, pues los diputados continuaron quejándose de que no 
se entregaba a tiempo la cuenta. Además, esta irregularidad impidió a la 
Contaduría fincar responsabilidades a los servidores públicos en caso de 
peculado, pues de acuerdo con la ley de 1904 de la Contaduría, a los cinco 
años prescribía toda responsabilidad. De cualquier forma, en la Cámara de 
Diputados persistió el interés de sancionar el ejercicio presupuestario del 
Ejecutivo, por lo que se observa que en los debates existió la preocupación 
recurrente de finiquitar las cuentas de 1917 a 1924, logro que finalmente 
se alcanzó en 1930. Con ello, a pesar del gran retraso, al fin la Cámara 
terminaba por revisar y justificar los gastos ejercidos durante los años que 
siguieron a la Revolución.

En resumen, aunque en este periodo el presidencialismo fue relativamente 
débil, este poder utilizó una serie de estrategias para centralizar y tener 
un mejor control del presupuesto, en detrimento de la función fiscalizadora 
del Poder Legislativo. Y, como se sabe, con la creación del Partido Nacional 
Revolucionario y toda vez que el presidente fuera su cabeza indiscutida, el 
Ejecutivo ya no necesitó más hacer uso de las facultades extraordinarias, 
ni de otras estrategias, pues como líder absoluto confiaba en que podía 
enviar su legislación al Congreso y que sería aprobada con eficiencia y 
sin modificaciones. Con la consolidación del sistema presidencialista a 
mediados de la década de 1930, el Legislativo dejó de ser un poder opositor, 
y empezó a tener una mayor dependencia del Ejecutivo. Como corolario, 
la mayor cooperación entre ambos poderes permitió que las iniciativas, los 
presupuestos y la cuenta pública presentados por los presidentes fueran 
aprobados por el Congreso sin mayor dificultad. 
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LA TRANSPARENCIA 
DE LAS TRANSFERENCIAS, PARTICIPACIONES

Y APORTACIONES A ESTADOS

Por Marco Antonio Cancino Cordero

Introducción

La transparencia y la rendición de cuentas son elementos fundamentales 
en el fortalecimiento de la democracia en nuestro país. Es a través de la 
información que los ciudadanos en general podrán conocer y evaluar el 
desempeño gubernamental y no sólo la correcta aplicación de los recursos 
en términos normativos.

Recientemente se aprobó la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, la cual involucra nuevos instrumentos de rendición de cuentas 
del ejercicio del gasto público federal. Se han establecido mecanismos más 
claros y concretos para la presentación de información confiable y oportuna 
sobre el uso y destino de los recursos públicos. 

Sin embargo, las propuestas normativas en materia de transparencia y 
rendición de cuentas presupuestarias no han permeado hacia las entidades 
federativas y los municipios. Si bien, la legislación federal ha avanzado 
de manera importante en la materia, el marco normativo en los distintos 
estados del país se encuentra sumamente rezagado, lo cual, la mayoría de 
las veces, fomenta la opacidad, la discrecionalidad y el uso abusivo de los 
recursos públicos. 

En el ámbito normativo, pareciera entonces que existen dos Méxicos con 
distintos niveles de desarrollo institucional presupuestario. El primero, con 
avances importantes que involucran inclusive la evaluación del desempeño 
gubernamental, en el caso federal; y un segundo, donde la carencia de 
instrumentos normativos y coercitivos que obliguen al funcionario a rendir 
las cuentas básicas es la constante.
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Este ensayo pretende aportar información para orientar la discusión en 
materia de homologación de criterios contables, principalmente de aquellos 
recursos transferidos por la Federación a las Entidades del país. Como podremos 
observar, la opacidad y la discrecionalidad en la rendición de cuentas es 
un factor determinante para que el ciudadano conozca sobre el uso de los 
recursos públicos por parte de los gobiernos locales. Las discrepancias en 
algunos casos son relevantes y en otros casos son atribuibles a los formatos en 
los que los diferentes gobiernos estatales presentan la información contenida 
en las cuentas públicas locales.

Sin embargo, el mayor reto es lograr encontrar los elementos mínimos 
necesarios de información que permitan precisamente al ciudadano conocer 
más sobre el uso y ejercicio de los recursos públicos y evitar su abuso.

1. Crecimiento de los recursos presupuestales disponibles.

Nuestro país ha registrado en los últimos seis años un incremento importante 
en los recursos presupuestales tanto en términos absolutos, como en términos 
relativos, lo que ha permitido financiar programas sociales, invertir en 
infraestructura, así como también incrementar las transferencias financieras  
a las entidades federativas y los municipios a través de los distintos fondos, 
participaciones y aportaciones federales.

Durante el periodo de 2000 a 2008, el crecimiento registrado en el 
Presupuesto de Egresos de la Federación (PEF) correspondiente a cada 
ejercicio fiscal, aprobado por el Congreso de la Unión, creció más de la mitad 
en términos reales (53.86 por ciento), pasando de 1.55 billones de pesos en 
el año 2000, a poco más de 2.38 billones de pesos para el año 20081. Ello 
implicó que si bien, los esfuerzos realizados en materia de reforma fiscal 
estuvieron lejos de ser los óptimos para cubrir plenamente con las principales 
necesidades financieras y la agenda social del país, los diferentes ejercicios 
de reforma tributaria registrados en los últimos diez años generaron ingresos 
que permitieron ampliar el gasto público federal y local en términos reales. 

1 Pesos constantes del 2006.
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Lo anterior ha permitido que en el 2008 las arcas públicas cuenten, a 
pesos constantes del 2006, con 835 mil 500 millones de pesos más que en el 
año 2000, lo que se traduce en mayores recursos disponibles para gasto en 
materia social, infraestructura y gasto corriente.

Fuente: Instituto Mexicano para la Competitividad (IMCO), con datos del PEF (2000 - 2008).

 * Estimado con reforma fiscal.

  
Tabla 1. Presupuesto de Egresos de la Federación Aprobado

2000 - 20008

Millones de pesos de 2006

Año Presupuesto Crecimiento    Real %

2000 1.551.137 -

2001 1.665.112 7,35 

2002 1.720.824 3,35 

2003 1.724.523 0,21 

2004 1.774.538 2,90 

2005 1.892.089 6,62 

2006 2.000.072 5,71 

2007 2.178.501 8,92 

 2008* 2.386.604 9,55 

Sin embargo, el crecimiento de los recursos disponibles por la Federación 
y los Estados no se dio de manera uniforme. La tasa de crecimiento real del 
PEF durante el periodo de 2000 al 2003 si bien fue positiva, se incrementó a 
tasas decrecientes, llegando a su nivel más bajo en el año 2003, con tan sólo 
un crecimiento real de 0.21 por ciento (Tabla 1).

Ello es relevante toda vez que la tasa de crecimiento real de partida, 
correspondiente al PEF del 2001 fue del 7.35 por ciento, por lo que su 
contracción se tradujo en restricciones y presiones significativas a las 
disponibilidades financieras tanto para el gobierno federal, como para las 
propias Entidades y los Municipios, comprometiéndose la inversión y el 
gasto social.
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En contraste, a partir del 2004 el crecimiento del PEF aprobado comienza 
a presentar tasas crecientes, principalmente como resultado de una reforma 
tributaria que tuvo lugar en el año 2003, así como también, un progresivo 
incremento en los precios internacionales del petróleo, hecho que amplió 
aún más las disponibilidades financieras y el gasto público.

La contribución del precio internacional del petróleo en el crecimiento de 
los recursos presupuestales disponibles fue mayor a partir del 2002 y hasta el 
2007. En ese mismo periodo, el ritmo de crecimiento del precio de la mezcla 
mexicana de petróleo se incrementó en promedio y en términos reales, a una 
tasa anual del 19.09 por ciento, siendo el 2004 el año en el que el precio 
del petróleo mexicano rebasó la barrera de los 30 dólares, ubicándose en 
promedio en los 33.14 dólares por barril (Tabla 2). 

Fuente: Elaboración propia con base en información del IMCO y PEF (2000-2008).

Gráfica 1. Presupuesto de Egresos de la Federación
2000-2008

Crecimiento Real a precios del 2006
(Porcentaje)

Tabla 2. Precio Promedio de Exportación de Petróleo Crudo
2000 - 2008 

Dólares constantes de 2006

Año 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008

Precio en Dólares por Barril 29,02 21,19 24,12 27,16 33,14 44,09 53,04 59,78 83,12
Crecimiento % -27,0 13,8 12,6 22,0 33,0 20,3 12,7 39,0

Fuente: IMCO con base en 1er y 2do Informe de G obierno (2000-2002) y Petróleos M exicanos 
(PEMEX) (2003-2008).
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Posteriormente, para el 2008 la mezcla mexicana alcanzó en el primer 
trimestre del 2008, precios superiores a los 80 dólares por barril. Ello generó 
ingresos adicionales no previstos de cerca de 33 mil 250 millones de pesos.2 

Sin embargo, desde la perspectiva de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público (SHCP), dichos recursos no necesariamente pudieron ser 
distribuidos a las entidades federativas según las reglas establecidas en la 
Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria (LFPRH)3 vigente, 
debido principalmente a que un importante porcentaje de estos ingresos 
excedentes (55.63 por ciento) han sido utilizados para financiar parte de 
la importación de la gasolina que el país requiere, producto que también 
ha sufrido considerables incrementos en los precios internacionales y que 
han mermado los excedentes petroleros en cerca de 18 mil 550 millones de 
pesos. Otro factor que merma los excedentes petroleros es la contracción de 
la plataforma de exportación, la cual representó una disminución de 15 mil 
460 millones de pesos de ingresos.

Sin embargo, y a pesar de ello, es evidente que los recursos disponibles por 
la federación se han incrementado considerablemente en los últimos 12 años.

2. La Federalización de los recursos presupuestales.

En México, a través del proceso de descentralización de competencias de 
la Federación a los Estados se han transferido diversidad de facultades entre 
los distintos ámbitos de gobierno, sin embargo y debido a la complejidad 
de la materia tributaria, las potestades respectivas permanecen en su 

2 Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP), Comunicado de Prensa 050/2008, 1º de Junio de 2008.
3 La propia SHCP informa en su comunicado de prensa 05/2008, que los recursos adicionales obtenidos 

por el incremento del precio internacional de la mezcla mexicana de petróleo que fue de 33 mil 250 
millones de pesos, fueron afectados por un incremento en las importaciones de gasolina con un costo de 
18 mil 550 millones de pesos; una menor plataforma de exportación que significa dejar de percibir 15 mil 
460 millones de pesos y una apreciación del tipo de cambio y otros ingresos que afectan a los ingresos 
petroleros en 7 mil 720 millones de pesos, lo que genera ingresos petroleros netos negativos del orden de 
8 mil 490 millones de pesos.
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mayoría centralizadas4. Ello ha hecho necesario el diseño de instrumentos 
y mecanismos capaces de permitir la distribución de los recursos a todas las 
entidades federativas a partir de criterios formales establecidos en la propia 
Ley de Coordinación Fiscal (LCF). 

El objeto de las transferencias de un nivel de gobierno a otro es permitir a 
los gobiernos locales financiar políticas, programas o funciones específicas 
que no podrían ser realizados con recursos propios5, es decir, la función 
específica de las transferencias es complementar el gasto público de cada 
una de las entidades federativas, según sus necesidades. Así, cuando las 
transferencias de recursos se realizan desde la federación hacia los estados, 
dichos traspasos de recursos se denominan “transferencias federales”.6

Si bien, el principal objetivo de estas transferencias es el de “reducir la 
brecha entre los ingresos propios y las necesidades de gasto de un gobierno” 
y “entre la capacidad de gasto entre los gobiernos de un mismo orden de 
gobierno”7, la propia LCF establece que las transferencias federales tienen por 
objeto “el fortalecimiento de los presupuestos de las entidades federativas y 
de las regiones que la conforman”.8 

Según datos del Instituto Mexicano para la Competitividad (IMCO), el gasto 
total en estados y municipios se ha ido incrementando en los últimos años de 
manera considerable, ya que en 1990 las transferencias de la federación a las 
entidades locales representó tan sólo el 34 por ciento del gasto programable, 
en tanto que dieciséis años después (2006), las transferencias representaron 
el 57 por ciento del total del gasto.9

4 Instituto Nacional para el Federalismo y el Desarrollo Municipal, Secretaría de Gobernación, “Manual de 
Transferencias Federales para Municipios”, Primera Edición, 2007, pág. 28. 

5 Ibidem., pág. 29.
6 Ídem.
7 Ídem.
8 Artículo 47 de la Ley de Coordinación Fiscal Federal.
9 Pardinas E., Juan, “Transparencia y homogeneidad presupuestal en los estados. Herramientas para elevar la 

productividad del gasto público”, Instituto Mexicano para la Competitividad, México, Julio 2008.
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Lo anterior obedece principalmente al proceso de descentralización de 
funciones entre la Federación y las Entidades que se inició a principios de 
los años ochenta y que de manera creciente ha ido trasladando funciones, 
atribuciones y recursos.

De las principales transferencias que realiza la Federación a las Entidades 
y Municipios se encuentran aquellas reguladas por la propia LCF las cuales 
comprenden las Participaciones en Ingresos Federales (Ramo 28); las 
Aportaciones Federales (Ramo 33); los Apoyos para el Fortalecimiento de 
las Entidades Federativas (Ramo 39); los Convenios de Descentralización; 
los Aprovechamientos sobre Rendimientos Excedentes o Fideicomiso para 
la Infraestructura de los estados (FIES) y más recientemente; el Fondo 
de Estabilización de los Ingresos de las Entidades Federativas (FEIEF), 
constituido básicamente con excedentes petroleros.

Si bien, el total de las transferencias efectuadas por concepto de 
Participaciones en ingresos federales y aportaciones no han presentado una 
significativa variación en términos relativos con respecto al PEF aprobado 
en cada uno de los años entre el 2004 y el 2007, en el que han inclusive 
registrado una ligera disminución, al pasar del 36.21 por ciento en el 2004 al 
31.19 por ciento en el 2007, los cambios relevantes se han registrado en dos 
aspectos: el crecimiento absoluto de los recursos totales que forman parte de 

Fuente: IMCO con datos del PEF y SHCP.

Gráfica 2. La descentralización del gasto público
1990-2006

Gasto total por nivel de gobierno
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las transferencias federales (19.28 por ciento) y la variación de los recursos 
asignados a cada uno de los fondos y transferencias (Tabla 3).

De los seis fondos mencionados, los recursos más significativos, en 
términos proporcionales a cada uno de los PEF aprobados, lo han constituido 
el Ramo 28 y el Ramo 33, los cuales suman en promedio conjuntamente, 
en el periodo de 2004 a 2006 el 31.50 por ciento del PEF correspondiente 
a cada año y el 87.97 del total de las transferencias a Estados y Municipios 
en ese mismo lapso.10

En contraste, los fondos o aportaciones de menor peso en el total de las 
transferencias federales, para el periodo de 2004 a 2006, los constituyen los 
recursos del Ramo 39, los Convenios de Descentralización, el FIES y el recién 
creado FEIEF, los cuales representan en conjunto en promedio, tan sólo el 
4.89 por ciento del total de los PEF de cada ejercicio presupuestal y apenas 
el 13.65 por ciento de la totalidad de las transferencias federales.

10 Unidad de Coordinación con Entidades Federativas y Dirección General Adjunta de Estadística de la 
Hacienda Pública, Unidad dePlaneación Económica de la Hacienda Pública. SHCP, enero de 2006 (datos 
de 2004-2005), enero de 2007 (datos de 2005-2006) y enero 2008 (datos de 2006-2007).

Fuente: Elaboración propia con base en información de la Unidad de Coordinación con Entidades 
Federativas y Dirección A djunta de Estadística de la Hacienda Pública, U nidad de Planeación 
Económica de la Hacienda Publica, SHCP, enero de 2006 (datos de 2004-2005), enero de 2007 (datos 
de 2005-2006) y enero 2008 (datos de 2006-2007).

* En el 2004 y 2005, no existía el FEIEF.

Tabla 3. Transferencias efectuadas por concepto de Participaciones 
en Ingresos Federales y Aportaciones 2004-2007

Millones de pesos
Año Base 2006

PEF 2004 1.774.538 PEF 2005 1.892.089 PEF 2006 2.000.072 PEF 2007 2.178.501

2004
% PEF

2004
2005

% PEF

2005
2006

% PEF

2006
2007

% PEF

2007

A. Participaciones en Ingresos Federales (Ramo 28) A.1.+A.2. 268.004,77 15,10 290.187,54 15,34 329.337,00 16,47 320.511,76 14,71

A.1. Participaciones (Ramo 28) 243.974,61 13,75 264.312,28 13,97 297.810,00 14,89 287.014,26 13,17

A.2. Incentivos Económicos 24.030,15 1,35 25.875,26 1,37 31.528,00 1,58 33.498,46 1,54

B. Aportaciones Federales (Ramo 33) 278.281,69 15,68 301.492,05 15,93 340.953,00 17,05 342.913,45 15,74

C. Apoyos para el Fortalecimiento de las Entidades Federativas 

(Ramo 39)
28.380,48 1,60 25.969,84 1,37 29.250,00 1,46 17.209,91 0,79

D. Convenios de Descentralización 42.904,83 2,42 40.785,62 2,16 40.226,00 2,01 52.352,54 2,40

E. Aprovechamiento sobre Rendimientos Excedentes o Fideicomiso 

para la Infraestructura de los Estados (FIES)
25.048,49 1,41 22.877,37 1,21 7.883,00 0,39 6.644,37 0,30

F. Fondo de Estabilización de los Ingresos de las Entidades (FEIEF)* n.d. n.d. 15.887,30 0,79 26.944,49 1,24

T O T A L  (A + B + C + D +E + F) 642.620,26 36,21 681.312,43 36,01 716.835,00 35,84 766.576,52 35,19
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Con respecto al comportamiento de cada uno de los fondos, transferencias y 
aportaciones en el periodo de 2004 al 2006 (Tabla 4), tenemos que en lo referente 
al Ramo 33, los recursos transferidos a las Entidades por esta vía tuvieron un 
crecimiento real del orden del 8.28 por ciento, para el año 2005 y del 13.49 
por ciento para el año 2006. Sin embargo, dichas participaciones sufrieron, en 
términos reales, un decremento durante el 2007 del orden del 2.68 por ciento.11

Un comportamiento similar registraron las aportaciones del Ramo 33 
en ese mismo lapso, en donde se presentaron incrementos de los recursos 
canalizados por esta vía del 8.34 por ciento para 2005 y del 13.09 por ciento 
para el 2007, en claro contraste a un reducido crecimiento durante el 2007 
de apenas el 0.57 por ciento en términos reales.

Los casos más llamativos los constituyeron el Ramo 39 y el FIES, quienes 
vieron reducidos sus fondos en ese mismo periodo en un 12.34 por ciento en 
promedio en el primer caso, y en un 29.97 por ciento, en el segundo caso. 
Inclusive, en el Ramo 39, la reducción más drástica se registró durante el 
ejercicio presupuestal 2007 con una reducción del 41.16 por ciento de los 
fondos en relación con el año anterior. En el caso del FIES, la reducción más 
significativa fue durante el ejercicio presupuestal 2006 con una disminución 
de sus fondos en un 65.54 por ciento. 

11 Ibidem.

Fuente: Elaboración propia con base en información de la Unidad de Coordinación con Entidades 
Federativas y Dirección A djunta de Estadística de la Hacienda Pública, U nidad de Planeación 
Económica de la Hacienda Publica, SHCP, enero de 2006 (datos de 2004-2005), enero de 2007 (datos 
de 2005-2006) y enero 2008 (datos de 2006-2007).
* En el 2004 y 2005, no existía el FEIEF.

Tabla 4. Variación porcentual de transferencias efectuadas por concepto
de Participaciones en Ingresos Federales y Aportaciones 2004-2007

Millones de pesos
Año Base 2006

2004 2005
Variación

%
2006

Variación

%
2007

Variación

%

A. Participaciones en Ingresos Federales (Ramo 28) A.1.+A.2. 268.004,77 290.187,54 8,28 329.337,00 13,49 320.511,76 -2,68

A.1. Participaciones (Ramo 28) 243.974,61 264.312,28 8,34 297.810,00 12,67 287.014,26 -3,63

A.2. Incentivos Económicos 24.030,15 25.875,26 7,68 31.528,00 21,85 33.498,46 6,25

B. Aportaciones Federales (Ramo 33) 278.281,69 301.492,05 8,34 340.953,00 13,09 342.913,45 0,57

C. Apoyos para el Fortalecimiento de las Entidades Federativas 

(Ramo 39)
28.380,48 25.969,84 -8,49 29.250,00 12,63 17.209,91 -41,16

D. Convenios de Descentralización 42.904,83 40.785,62 -4,94 40.226,00 -1,37 52.352,54 30,15

E. Aprovechamiento sobre Rendimientos Excedentes o Fideicomiso 

para la Infraestructura de los Estados (FIES)
25.048,49 22.877,37 -8,67 7.883,00 -65,54 6.644,37 -15,71

F. Fondo de Estabilización de los Ingresos de las Entidades (FEIEF)* n.d. n.d. 15.887,30 0,00 26.944,49 69,60

T O T A L  (A + B + C + D +E + F) 642.620.26 681.312,43 6,02 716.835,00 5,21 766.576,52 6,94
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En contraste, los incrementos promedios más relevantes los registraron 
los convenios de Descentralización y el recién creado FEIEF, los cuales 
en promedio tuvieron crecimientos anuales reales del orden del 7.94 por 
ciento en el caso de los primeros y del 23.19 por ciento en el caso del Fondo 
de Estabilización. 

Sin embargo, es importante recalcar que dichos fondos representan en 
conjunto tan sólo el 10.34 por ciento del total de las transferencias federales 
del ejercicio presupuestal 2007 y que los recursos que los constituyen 
si bien, representan una fuente de ingreso adicional importante para las 
Entidades y los Municipios, ya que su uso no se encuentra etiquetado, aún 
son fondos relativamente pequeños y su distribución, principalmente en el 
caso del FEIEF, se encuentra determinada en la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria (LFPRH) aprobada en abril del 2006.

3. Las transferencias y  aportaciones a los Estados y su rendición 
de cuentas.

Una de las principales herramientas para la rendición de cuentas en México 
es la conformación de la Cuenta Pública tanto Federal, como las estatales. 
En dicho documento se asientan los estados financieros y demás información 
financiera, presupuestaria y contable que emane de las contabilidades de 
los ejecutores del gasto, consolidados por las autoridades financieras y/o 
hacendarias respectivas.12

La Cuenta de la Hacienda Pública Federal deberá reportar las 
transferencias y aportaciones que la Federación realice anualmente a 
las distintas Entidades y en el caso de las Cuentas Públicas locales, éstas 
deberán informar sobre los recursos recibidos por parte de la Federación 
en la misma materia.

Del análisis de la información proporcionada por la Federación en la Cuenta 
Pública correspondiente se desprende que diez de las 32 Entidades del país 

12 Artículo 92 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria (LFPRH).
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concentran el 54.88 de las transferencias y aportaciones federales. Los casos 
más dramáticos los constituyen el Estado de México con 10.57 por ciento, el 
Distrito Federal con 7.55 por ciento y Veracruz con 6.43 por ciento; estos tres 
estados concentran casi la cuarta parte de las transferencias y aportaciones 
a Entidades (Tabla 5).

Sin embargo, también se detectaron diversas inconsistencias en la información 
proporcionada tanto por la Federación, como por los propios estados.

La primera inconsistencia corresponde al monto total transferido por la 
Federación a las Entidades con las que éstas reportan, el cual asciende a 
30 mil 976 millones de pesos, lo que representa una diferencia del 4.32 
por ciento.

Si bien, en términos relativos la diferencia no es significativa, en términos 
absolutos dicha discrepancia representa el 93.16 por ciento de los excedentes 
petroleros generados durante el primer trimestre del 2008, de ello la 
importancia de la diferencia.

Las principales discrepancias detectadas fueron en las cifras reportadas 
por Tabasco, con un 17.55 por ciento de diferencia, seguido de San Luis 
Potosí con el 15.41 por ciento, Oaxaca con 9.37 por ciento, Coahuila con 8.67 
por ciento y Nayarit con 6.86 por ciento.

En contraste, los estados que menos discrepancias tuvieron con respecto 
a lo reportado en la Cuenta Pública Federal y su respectiva Cuenta Pública 
con respecto a las transferencias y aportaciones fueron Baja California 
Sur con 0.20 por ciento, Morelos con 0.30 por ciento, Durango con 0.70 
por ciento, Yucatán con 0.75 por ciento y el Estado de México con 1.06 
por ciento.
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Fuente: Elaboración propia con base en datos de la U nidad de Coordinación con Entidades 
Federativas y Dirección G eneral A djunta de Estadísticas de la Hacienda Pública, U nidad de 
Planeación Económica de la Hacienda Pública SHCP y Cuentas Públicas Estatales 2006.

Tabla 5. Transferencias efectuadas por concepto de Participaciones en 
Ingresos Federales y Aportaciones reportados por la SHCP

y las Cuentas Públicas Estatales
2006
Pesos

El siguiente paso consistió en analizar la información proporcionada por 
cada una de las entidades federativas con respecto a los fondos y aportaciones 
transferidas por la Federación y que fueron reportadas en la Cuenta Pública 
2006 respectiva. 
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De dicho análisis, se obtuvo que siete estados presentaron inconsistencias 
entre la información reportada en su propia Cuenta Pública y el desglose de 
la información correspondiente a los fondos y a las aportaciones (Tabla 6).

Tamaulipas fue el que menor información relacionada con los fondos y 
aportaciones presentó en su Cuenta Pública, así como también mostró una 
diferencia entre lo reportado y lo desglosado de 22 mil 736 millones de pesos, 
es decir, no presentó información relativa al 94.96 por ciento de los recursos 
que le fueron transferidos.

Veracruz presentó una diferencia del orden de los 3 mil 565 millones de 
pesos explicables por la bursatilización de la Tenencia que le generó ingresos 
cercanos a los 3 mil 500 millones de pesos.13

Finalmente, Zacatecas presentó una diferencia del 10.04 por ciento 
entre lo que reportó en la Cuenta Pública como transferencias y lo 
efectivamente desglosado.

13 Standard&Poors, “Estado de Veracruz - Programa de bursatilización del Impuesto sobre Tenencia o Uso 
Vehicular”, 10 de enero de 2008, www.standardandpoors.com.mx

Fuente: Elaboración propia con base en Cuentas Públicas 2006 de los estados.

Tabla 6. Estados con mayor discrepancia entre lo reportado en la Cuenta 
Pública y el desglose de las transferencias y aportaciones

Cuenta Pública 2006
Estado Cuenta Pública TOTAL Diferencia

(Absolutos) %

Tamaulipas 23.942.032.946 1.205.993.557 22.736.039.389 94,96

Sinaloa 19.724.000.000 19.722.000.000 2.000.000 0,01

Tabasco 29.148.303.398 29.152.064.103 3.760.705 -0,01

Quintana Roo 9.621.684.000 9.625.308.000 3.624.000 -0,04

Querétaro 12.387.335.000 12.405.695.447 18.360.447 -0,15

Veracruz 47.992.400.000 51.557.800.000 3.565.400.000 -7,43

Zacatecas 12.159.882.923 13.380.426.678 1.220.543.755 -10,04

 Total  154.975.638.267  137.049.287.785  27.549.728.296  17.78
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Con respecto al Ramo 28, Participaciones Federales, tanto el Estado de 
México como el Estado de Tamaulipas no reportan los recursos recibidos por 
dicho concepto, a pesar de que el Gobierno Federal reporta haberle entregado 
al primero, 34 mil 929 millones de pesos y al segundo, 9 mil 344 millones de 
pesos (Tabla 7).

Fuente: Elaboración propia con base en Cuentas Públicas 2006 de las Entidades.

Tabla 7. Transferencias reportadas por Entidad Federativa
Ramo 28

2006
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Con referencia al Fondo General de Participaciones, Coahuila, el Estado de 
México, Puebla y Tamaulipas no reportan recursos recibidos por este concepto, 
en tanto que la SHCP reporta en la Cuenta Pública 2006 transferencias por 6 
mil 763 millones de pesos, 34 mil 100 millones de pesos, 10 mil 937 millones 
de pesos y 7 mil 455 millones de pesos, respectivamente.

En el caso del Fondo de Fomento Municipal, Baja California, Coahuila, 
el Estado de México, Puebla y Tamaulipas no informan sobre los recursos 
transferidos por la Federación en el 2006, los cuales ascendieron a 131.5 
millones de pesos, 169.6 millones de pesos, 317.1 millones de pesos, 713.3 
millones de pesos y 372.4 millones de pesos, respectivamente asignados a 
dichas entidades.

Sobre el Impuesto Especial sobre Productos y Servicios (IEPS), de nueva 
cuenta Baja California, Coahuila, el Estado de México y Tamaulipas no 
presentan información alguna con respecto a los recursos recibidos por dicho 
concepto por parte de la Federación reportados en la Cuenta Pública Federal 
y que ascendieron a 207.9 millones de pesos, 233.5 millones de pesos, 512.3 
millones de pesos y 202.4 millones de pesos, respectivamente.

Para el Ramo 33, Aportaciones Federales, los estados de Baja California y 
Tamaulipas omiten información referente al Fondo de Aportaciones para la 
Educación Básica  y Normal (FAEB) a pesar de que el Gobierno Federal reporta 
haber transferido al primero 5 mil 226 millones de pesos, y al segundo, 6 mil 
781 millones de pesos.

Con referencia al Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud (FASSA), 
ni Baja California ni Tamaulipas reportaron haber recibido transferencias 
federales por dicho concepto, en tanto que el Gobierno Federal señaló haberle 
trasladado a la primera entidad 837 millones de pesos, y a la segunda, mil 
406 millones de pesos. 

En el caso de las Aportaciones para la Infraestructura Social (FAIS), 
únicamente Baja California no reporta los 209 millones de pesos que le 
transfirió la federación por dicho concepto.
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Con respecto al Ramo 39, Baja California, Colima, Morelos y Puebla, no 
ofrecen información relacionada con los Apoyos para el Fortalecimiento de las 
Entidades Federativas (AFEF), ni del Fideicomiso para la Infraestructura de los 
Estados FIES, siendo que del AFEF, la Federación informó en la Cuenta Pública 
del 2006 que transfirió 996 millones de pesos a Baja California, 177 millones 
de pesos a Colima, 253 millones a Morelos y 993 millones a Puebla. 

Por concepto de FIES, el Gobierno Federal informó que otorgó a Baja 
California 230 millones de pesos, a Colima 61 millones de pesos, a Morelos 
119 millones de pesos y a Puebla 321 millones de pesos.

Fuente: Elaboración propia con base en Cuentas Públicas 2006 de las Entidades.

Tabla 9. Transferencias reportadas por Entidad Federativa
Ramo 39

2006
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Con respecto al Fondo de Estabilización de los Ingresos de las Entidades 
Federativas (FEIEF) tenemos que los estados de Aguascalientes, Baja 
California, Colima, Jalisco, Michoacán, Morelos y Quintana Roo omitieron 
reportar en sus respectivas Cuentas Públicas los ingresos percibidos por dicho 
concepto. Ello contrasta con la información proporcionada por el Gobierno 
Federal en su Cuenta Pública 2006 en la que reporta que transfirió 174 
millones de pesos a Aguascalientes, 465 millones de pesos a Baja California, 
123 millones de pesos a Colima, 981 millones de pesos a Jalisco, 458 millones 
de pesos a Michoacán, 239 millones de pesos a Morelos y 181 millones de 
pesos a Quintana Roo.

Fuente: Elaboración propia con base en 
Cuentas Públicas 2006 de las Entidades.

Tabla 10. Transferencias reportadas
 por Entidad Federativa

FEIEF
2006
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4. Conclusiones y recomendaciones 

El crecimiento de los recursos presupuestales disponibles tanto para 
la propia Federación como para las Entidades trae consigo aparejada la 
obligación de rendir cuentas sobre su ejercicio. 

La reforma constitucional publicada en mayo pasado en el Diario Oficial de 
la Federación, establece la obligación al Congreso de la Unión de emitir una 
normativa específica en materia de homologación contable y fiscalización 
presupuestal en Estados y Municipios. La tarea es enorme si se toma en 
cuenta que dicha legislación deberá ser la base para la reestructuración 
de los mecanismos de contabilidad gubernamental locales, así como 
de coordinación en materia de rendición de cuentas entre las entidades 
subnacionales y la Federación. 

La demanda de recursos por parte de los gobiernos estatales es creciente, 
sin embargo, hasta el momento, no ha existido una verdadera disposición de 
su parte para hacer más eficientes y eficaces los mecanismos de rendición 
de cuentas tanto de los recursos de origen local, como de los fondos de 
procedencia federal. Ello puede evidenciarse a partir del análisis de la 
legislación en materia de Coordinación Fiscal local, así como del nivel de 
institucionalización de las autoridades de fiscalización superior locales. Un 
ejemplo adicional lo constituye la información aportada por este ensayo 
sobre la rendición de cuentas de los recursos federales que son transferidos 
a las Entidades del país. 

La opacidad y la poca claridad de la información proporcionada por 
los gobiernos locales en las Cuentas Públicas impiden un análisis más 
profundo sobre la evolución, crecimiento y destino de los recursos públicos, 
principalmente los federales. Ello es posible gracias a la complacencia tanto 
de las autoridades fiscalizadoras locales, como de los propios congresos 
estatales que dictaminan dichas Cuentas Públicas sin realizar observaciones 
ni cuestionamientos relevantes.

Por lo tanto, las baterías deberán estar dirigidas principalmente a la 
creación de reglas claras y precisas, que obliguen a los distintos ámbitos de 
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gobierno a cumplir con criterios mínimos de rendición de cuentas, además 
de generar un sistema de contabilidad gubernamental nacional eficiente, 
capaz de operar como un verdadero mecanismo facilitador del intercambio 
de información entre los distintos ámbitos gubernamentales en materia 
hacendaria, así como también, establecer los incentivos adecuados que 
garanticen la cooperación de todos y cada uno de los agentes gubernamentales 
en el proceso de transparencia presupuestal.

La nueva Ley de Homologación contable deberá considerar al menos:

a) Establecer criterios generales para la contabilidad gubernamental, en 
primera instancia, de los recursos de procedencia federal;

b) Considerar un sistema de contabilidad gubernamental nacional factible, 
cuya puesta en marcha sea de forma gradual. Al respecto, es probable que 
los Estados con un mayor grado de avance en la materia sean los primeros 
en incorporarse con éxito al sistema, sin embargo, se deberá poner especial 
interés en los Estados más rezagados;

c) Establecer un indicador de desarrollo institucional contable, a fin de 
determinar el grado o nivel en el que se encuentra cada una de las entidades 
federativas y poder establecer, además de una estrategia general homogénea, 
estrategias específicas según las necesidades de desarrollo institucional 
de cada Entidad. Ello permitirá saber qué es lo que falta por hacer en los 
Estados menos desarrollados y qué se deberá fortalecer en las Entidades 
más avanzadas;

d) Integrar los elementos de evaluación del desempeño gubernamental, 
en los términos de los artículos 110 y 111 de la Ley Federal de Presupuesto 
y Responsabilidad Hacendaria. No es suficiente la información en materia 
de cumplimiento presupuestario, sino también, la relativa al grado del 
cumplimiento de las metas, los objetivos y los resultados esperados. Al 
respecto, es importante conocer que la evaluación del desempeño es un 
tópico que requiere de un nivel de desarrollo institucional en materia de 
rendición de cuentas relativamente alto, que en el corto y mediano plazo, es 
poco probable que la mayoría de los Estados puedan instrumentarlo y;
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e) Fortalecimiento de la Auditoría Superior de la Federación y de las 
entidades de fiscalización superior locales. Ello no sólo en términos 
financieros, sino de incremento de su autonomía, atribuciones y alcances. 
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